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  Iniciativas 
 

 

C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DE CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.- 
 
 JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA, Diputado de la Sexagésima Primera Legislatura del 
Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Institucional, en ejercicio de las facultades que me 
conceden los artículos 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 
130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, someto a 
consideración de esta Soberanía, iniciativa que propone ADICIONAR dos párrafos a la fracción XXXIII 
del artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, así como un párrafo a 
la fracción II del artículo 12 del mismo Ordenamiento, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Un tema que cobra vigencia, debido a la modernización en el funcionamiento de diferentes actividades 
empresariales, es la prestación de bienes y servicios novedosos a la sociedad potosina, ya que cada 
vez se toman más prácticas de otros Estados de la República, u otras partes del mundo. 
 
Ante ello, resulta necesario actualizar nuestro marco normativo, a fin de que prevalezca un Estado de 
Derecho, incluyendo figuras que operan en otros Estados para atraer el turismo y contribuir al 
desarrollo social y económico de nuestro Estado. 
 
Es tarea del Estado, y en particular del Poder Legislativo, identificar y priorizar el interés mayoritario 
sobre los intereses particulares, sin que  con ello se pugne por socavar el desarrollo empresarial, sino 
encontrar la fórmula que permita la coexistencia equilibrada de protección a estos fines o valores. 
 
Es el caso, que la empresa restaurantera, en otros Estados, principalmente los que cuentan con costa, 
u otros centros tur²sticos como lo es San Miguel de Allende, cuentan con la modalidad de ñlas terrazasò 
o espacios exteriores con ñsombrillasò u otros  aditamentos, como extensi·n de sus locales al aire libre 
o lo que se conoce como ñbares pubò, en donde se consumen bebidas alcoh·licas acompa¶adas de 
alimentos. 
 



El Estado de Quintana Roo, prev® en su ñLey para el Control, Venta y Consumo de Bebidas 
Alcoh·licasò, por ejemplo, la figura de la ñpalapa-barò que son establecimientos ubicados en playas o 
piscinas como extensión de los servicios que prestan los hoteles y restaurantes de los centros 
turísticos. 
 
Consumir alimentos y bebidas al aire libre contribuye a la relajación y desintoxicación del sistema 
nervioso, mejorando con ello la digestión, y dichos beneficios han sido tomados en consideración para 
la inclusión de dicha modalidad de los establecimientos con giro de alimentos, no tan solo en otras 
Ciudades de la República Mexicana y en nuestras playas, sino en otras partes del mundo como lo es 
el caso de New York, Miami y ñLas Ramblasò en Barcelona. 
 
Bajo tal contexto, y a fin de dotar a nuestro Estado de un ambiente vanguardista, es que se propone 
incluir en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en la fracción XXXIII del 
art²culo 2Á, la posibilidad de que los establecimientos denominados ñrestaurantesò y ñrestaurantes-barò, 
puedan contar con tales extensiones denominadas ñterrazasò, que constituyan una extensi·n de los 
servicios que presten dichos establecimientos en sus locales,  en las que se permita vender y consumir 
bebidas alcohólicas, siempre y cuando dichas bebidas vayan acompañadas de alimentos. 
 
Lo anterior contribuirá a un ambiente capitalino moderno, a la atracción de turismo y a un mayor 
desarrollo económico del Estado, sin socavar el interés colectivo, en la inteligencia de que la Ley de 
Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí se encuentra dotada de disposiciones que detallan 
infracciones que ameriten la intervención de los agentes del orden, estableciendo las directrices de 
actuación con estricto apego a la legalidad. 
 
Por cuanto hace a la vigilancia e inspección, se precisan las formalidades para el levantamiento de las 
actas, y los requisitos de éstas y, por supuesto, el resultado del acto, así mismo, dedica un capítulo a 
las acciones para prevenir el abuso en el consumo de bebidas alcohólicas; y uno más a las 
prohibiciones, sanciones y todo lo relativo a la cancelación de licencias.  
 
Por otra parte, y toda vez que no pasó desapercibido para el legislador que por la aplicación de las 
disposiciones contenidas en dicho Ordenamiento, alguna persona puede considerarse perjudicado, se 
estableció un capítulo relativo a los recursos, y se puntualizó la autoridad ante la cual se puede actuar.  
 
 
Por tanto, en razón de que el Ordenamiento que se pretende adicionar da respuesta a las peticiones, 
tanto de la ciudadanía, como de las autoridades que la aplicarán, resulta evidente que la inclusión de 
las denominadas ñterrazasò como extensiones de los establecimientos denominados ñrestaurantesò y 
ñrestaurantes barò no constituyen figuras que afecten el inter®s general. 
 
El Ejecutivo del Estado, en su caso, deberá emitir el Reglamento respectivo, a fin de regular con 
precisi·n diversos aspectos de las ñterrazasò en concordancia con el Plan de Desarrollo Urbano del 



Estado, como lo son los consistente en que, en calles de ciertas medidas de ancho no se podrán tener 
terrazas, y establecer otras disposiciones sobre las medidas para la movilidad peatonal, ancho máximo 
y paso libre mínimo, ocupación o superficie máxima permitida de toda la extensión de la terraza, 
elementos permitidos y mobiliario permitidos, entre otros. 
 
Para mejor proveer se presenta el siguiente cuadro comparativo del texto vigente de la Ley y la 
propuesta: 
 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA 
 

 
ARTÍCULO 2º. Para los efectos de esta Ley deberá 
entenderse por: 
 
XXXIII. Restaurantes y restaurantes-bar: 
establecimientos cuya actividad preponderante es la 
transformación y venta de alimentos para su consumo 
en los mismos o fuera de ellos, que deben funcionar 
por lo menos seis días a la semana; en forma 
accesoria, podrán dentro de dichos establecimientos, 
expenderse bebidas alcohólicas, presentar variedad, 
música en vivo o grabada, exclusivamente ambiental; 
no contarán con pista de baile, ni se cobrará el 
acceso a los mismos;  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ARTÍCULO 12. Únicamente podrá otorgarse licencia 
para venta, distribución, consumo y suministro de 
bebidas alcohólicas, a los establecimientos 
considerados en el artículo 10 de esta Ley, y 

 
ARTÍCULO 2º. Para los efectos de esta Ley deberá 
entenderse por: 
 
XXXIII. Restaurantes y restaurantes-bar: 
establecimientos cuya actividad preponderante es la 
transformación y venta de alimentos para su consumo 
en los mismos o fuera de ellos, que deben funcionar 
por lo menos seis días a la semana; en forma 
accesoria, podrán dentro de dichos establecimientos, 
expenderse bebidas alcohólicas, presentar variedad, 
música en vivo o grabada, exclusivamente ambiental; 
no contarán con pista de baile, ni se cobrará el 
acceso a los mismos;  
 
Dichos establecimientos podrán contar con 
espacios exteriores al aire libre, que se 
denominar§n ñterrazasò y consistir§n en una 
extensión de los servicios que prestan. 
 
 
 
En dichas terrazas solo podrán venderse y/o 
consumirse bebidas alcohólicas, exclusivamente 
acompañadas de alimentos. 
 
Las terrazas deberán de cumplir con las 
especificaciones y características que, en su 
caso, precise el Reglamento que el Ejecutivo 
emitirá para tales efectos. 
 
 
ARTÍCULO 12. Únicamente podrá otorgarse licencia 
para venta, distribución, consumo y suministro de 
bebidas alcohólicas, a los establecimientos 
considerados en el artículo 10 de esta Ley, y 



específicamente: 
 
II. A restaurantes de todo tipo, según su modalidad y 
clasificación, la licencia deberá condicionarse a la 
venta y suministro de bebidas alcohólicas, para 
consumo inmediato, acompañado de alimentos;  
 

específicamente: 
 
II. A restaurantes de todo tipo, según su modalidad y 
clasificación, la licencia deberá condicionarse a la 
venta y suministro de bebidas alcohólicas, para 
consumo inmediato, acompañado de alimentos;  
 
Los que cuenten con ñterrazasò al aire libre 
deberán realizar el depósito del importe 
correspondiente a la garantía que deben prestar 
para la reparación o reposición del pavimento, o 
bienes de la vía pública, en el caso en que se 
realizaran deterioros durante el uso. 
 

 

Por lo expuesto, presento ante esta Asamblea el siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO 

 
PRIMERO: Se adicionan dos párrafos  a la fracción XXXIII del artículo 2° de la Ley de Bebidas 
Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 2º. Para los efectos de esta Ley deberá entenderse por: 
 
XXXIII. Restaurantes y restaurantes-bar: establecimientos cuya actividad preponderante es la 
transformación y venta de alimentos para su consumo en los mismos o fuera de ellos, que deben 
funcionar por lo menos seis días a la semana; en forma accesoria, podrán dentro de dichos 
establecimientos, expenderse bebidas alcohólicas, presentar variedad, música en vivo o grabada, 
exclusivamente ambiental; no contarán con pista de baile, ni se cobrará el acceso a los mismos;  
 
Dichos establecimientos podrán contar con espacios exteriores al aire libre, que se 
denominar§n ñterrazasò y consistir§n en una extensi·n de los servicios que prestan. 
En dichas terrazas solo podrán venderse y/o consumirse bebidas alcohólicas, exclusivamente 
acompañadas de alimentos. 
 
Las terrazas deberán de cumplir con las especificaciones y características que, en su caso, 
precise el Reglamento que el Ejecutivo emitirá para tales efectos. 
 
SEGUNDO: Se adiciona un párrafo  a la fracción II del artículo 12 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del 
Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 



ARTÍCULO 12. Únicamente podrá otorgarse licencia para venta, distribución, consumo y suministro de 
bebidas alcohólicas, a los establecimientos considerados en el artículo 10 de esta Ley, y 
específicamente: 
 
II. A restaurantes de todo tipo, según su modalidad y clasificación, la licencia deberá condicionarse a la 
venta y suministro de bebidas alcohólicas, para consumo inmediato, acompañado de alimentos;  
 
Los que cuenten con ñterrazasò al aire libre deber§n realizar el dep·sito del importe 
correspondiente a la garantía que deben prestar para la reparación o reposición del pavimento, 
o bienes de la vía pública, en el caso en que se realizaran deterioros durante el uso. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO.- El presente decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Estado. 
 
SEGUNDO.-Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 
 
TERCERO.- El Ejecutivo Estatal deberá emitir las disposiciones reglamentarias a que se refiere el 
presente Decreto, en un plazo que no excederá de los 180 días siguientes al de la entrada en vigor del 
mismo. 

 
 

A T E N T A M E N T E 
 

DIPUTADO JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA 



C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DE CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.- 
 
 JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA, Diputado de la Sexagésima Primera 
Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Institucional, en ejercicio de las facultades que me conceden los artículos 61 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 130 y 131 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 
65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí, someto a consideración de esta Soberanía, iniciativa que propone  
ADICIONAR el párrafo quinto al artículo 7° de la Constitución Política del Estado 
de San Luis Potosí, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

En los últimos años la evolución y estructura propia de internet la han convertido 
en una herramienta fundamental para lograr el establecimiento de nuevos 
espacios plurales que permitan presentar opciones distintas de información. 

El acceso libre a Internet permite e incentiva a la población a conseguir 
información y generar conocimiento sobre acontecimientos nacionales y 
mundiales, lo que a largo plazo, acompañado de políticas públicas que lo 
promuevan, se convierte en un impulsor de innovación que genera competitividad 
y desarrollo económico. 

Es una oportunidad para reducir desigualdad, fomentar la participación, construir 
una sociedad más equitativa y preparada, colocar a políticos y gobierno en un 
escrutinio más cercano de la sociedad. 

Bajo tal contexto, garantizar el acceso libre a Internet, es una tarea fundamental 
de la sociedad y el Estado, ya que aporta elementos para asegurar la libertad de 
expresión de una manera integral, constituye una herramienta que incide en el 
derecho a expresar opiniones políticas, culturales, sociales, económicas y 
permite tener acceso a información que garantice el conocimiento de los 
derechos y las obligaciones que tenemos como ciudadanos, lo que se traduce en 
una sociedad moderna y participativa.  

Consciente de lo anterior, y en atención al reconocimiento que hace la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) del acceso a Internet como 



herramienta para hacer valer derechos básicos de los ciudadanos, y en sí 
expresamente, como un derecho ñhumano fundamentalò, el legislador Federal, 
adicionó un párrafo a su artículo 6° Constitucional (reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 11 de junio del 2013), que a la letra dice: 

ñEl Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 
condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos serviciosò.  
 
En San Luis Potosí, el Ex Diputado Juan José Jover Navarro presentó iniciativa 
en fecha 10 de junio del 2013, pretendiendo homologar nuestra Constitución 
Local a la Federal y proponiendo crear la ley reglamentaria de dicho artículo, 
pasando por inadvertido que la materia de telecomunicaciones, incluida la banda 
ancha y el internet, constituye una facultad exclusiva del Congreso de la Unión, 
conforme lo dispuesto en el artículo 73, fracción XVII de la Constitución de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

En tal virtud,  por dictamen de fecha 30 de enero del 2014 se desechó por 
improcedente la iniciativa propuesta, pasando por inadvertido que, si bien es 
cierto, que la Ley reglamentaria que se proponía resultaba improcedente, la 
homologación constitucional referida, si resultaba a todas luces procedente, si se 
modificaba el texto constitucional local, ¼nica y exclusivamente ñreconociendoò el 
derecho fundamental que la Organización de las Naciones Unidas ha 
recomendado que reconozcamos internacionalmente y lo insertemos en nuestros 
textos Constitucionales. 

Cabe destacar de manera muy puntual, que no debe perderse de vista que el 
Internet, como tal,  no es un derecho, como no lo es tampoco el tener una 
televisión, un radio o un ipod; el auténtico derecho, como bien lo establece la 
Carta Magna, es el de acceder a la información.  

Existe una iniciativa ciudadana en el Congreso de la Unión, que propone crear 
una red pública de Internet a nivel nacional y de libre acceso, que aproveche la 
fibra óptica que ya tiene la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y que cual 
cubre la mayor parte del territorio poblado de la República Mexicana con 21 mil 
kilómetros a lo largo y ancho del territorio nacional, además de más de 8 mil 
kilómetros de fibra óptica metropolitana, complementada con tecnología 
inalámbrica de largo alcance para la conexión con el usuario final a 5 mbps, 
velocidad considerada como banda ancha. Así, solamente se requiere completar 
la red actual de larga distancia, así como los anillos interurbanos. 



El aprovechamiento de esta inversión realizada con los impuestos de los 
mexicanos resulta relevante no sólo por la infraestructura misma, sino por el 
costo que tiene no utilizarla. Estudios del Banco Mundial (BM) muestran la 
influencia positiva que tiene el incremento del acceso a la red con el incremento 
de la tasa de crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB). 

Lo anterior constituía la exposición de motivos de la iniciativa que el Ex Diputado 
Juan José Jover Navarro presentó en fecha 10 de junio del 2013, ya descrita, 
pero como ya se señaló constituye, evidentemente, materia del legislador federal, 
y en sí, lo anterior ya constituye materia, no solo de un reconocimiento de un 
derecho humano, consistente en ñun libre accesoò sino que abunda, adem§s, en 
que ñese libre accesoò sea ñgratuitoò, lo que de manera alguna puede ser materia 
de la presente propuesta. 

Derivado de la ñDeclaraci·n Conjunta sobre Libertad de Expresi·n e Internetò, el 
9 de junio de 2011, la Asamblea Nacional de las Naciones Unidas declaró el 
acceso a internet como un derecho humano y afirma que esta herramienta 
solamente puede servir a estos propósitos si los estados asumen su compromiso 
de desarrollar políticas efectivas para lograr el acceso universal, es decir, los 
gobiernos deben esforzarse para hacer el Internet ampliamente disponible, 
accesible y costeable para todos. Asegurar el acceso universal Internet debe ser 
una prioridad de todos los estados. 

En este orden de ideas, la adición al texto constitucional que se pretende, 
consiste esencialmente en insertar dentro de dicho dispositivo el acceso a 
internet como un derecho humano reconocido, acorde con la legislación 
internacional y federal vigente, con el propósito, de desarrollar, simultánea y 
oportunamente, los mecanismos y políticas públicas que implementará el Estado 
para garantizar este derecho de todos los potosinos. 

La protección de los derechos de los potosinos corresponde originalmente al 
Estado, según se advierte del contenido del artículo 7° de la Constitución Política 
del Estado, por lo que su principal objeto debe ser la búsqueda permanente del 
interés público. 
 
En ese tenor, el Estado tiene la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, y en consecuencia 
deberá establecer los mecanismos y políticas públicas orientados a garantizar el 
ejercicio pleno del derecho de acceso al internet como son: brindar servicio de 
internet gratuito en plazas públicas, bibliotecas, parques, escuelas y 



dependencias de gobierno, así como intensificar el uso de tecnologías de la 
información en los centros educativos de todos los niveles.  
 
Visto lo anterior, y toda vez que la facultad de legislar en materia de derechos 
humanos no est§ se¶alada expresamente como ñexclusivaò del Congreso de la 
Unión, según se desprende del contenido de todas las fracciones del artículo 73 
de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, este Congreso está 
facultado para legislar en materia de derechos humanos e incluir en su 
Constitución Local el derecho humano de ñacceder de manera libre y universal a 
internetò, así como prever que el Estado establezca los mecanismos, programas y 
políticas públicas necesarios para hacer efectivo este derecho. 
 
En ese sentido, el Estado de Tabasco incluyó en su Constitución Local dicho 

derecho humano de acceso libre y universal al internet. 

Para mejor proveer se presenta el siguiente cuadro comparativo del texto vigente 

de la Ley y la propuesta: 

 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA 
 

ARTÍCULO 7o.- En el Estado de San 
Luis Potosí la protección de los 
derechos de sus habitantes y la 
permanente búsqueda del interés 
público son la base y objeto de las 
instituciones políticas y sociales. 
 
Para la convivencia armónica de sus 
habitantes, queda asegurado el goce 
irrestricto de los derechos humanos y 
las garantías individuales y sociales 
consagradas en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como en los tratados internacionales, 
las que el Estado adopta como propias. 
Las autoridades estatales y municipales 
deberán respetar y hacer respetar tanto 
dichas garantías, como los derechos 
humanos, conforme lo dispongan las 
leyes reglamentarias y ordinarias 
respectivas, así como los tratados 
internacionales de la materia. 

ARTÍCULO 7o.- En el Estado de San 
Luis Potosí la protección de los 
derechos de sus habitantes y la 
permanente búsqueda del interés 
público son la base y objeto de las 
instituciones políticas y sociales. 
 
Para la convivencia armónica de sus 
habitantes, queda asegurado el goce 
irrestricto de los derechos humanos y 
las garantías individuales y sociales 
consagradas en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como en los tratados internacionales, 
las que el Estado adopta como propias. 
Las autoridades estatales y municipales 
deberán respetar y hacer respetar tanto 
dichas garantías, como los derechos 
humanos, conforme lo dispongan las 
leyes reglamentarias y ordinarias 
respectivas, así como los tratados 
internacionales de la materia. 



 
Las normas relativas a los derechos 
humanos serán interpretadas de 
conformidad con lo dispuesto 
en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y los 
tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación 
de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos, 
en los términos que establezca la ley. 

 
 
 
 

 
Las normas relativas a los derechos 
humanos serán interpretadas de 
conformidad con lo dispuesto 
en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y los 
tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación 
de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que 
establezca la ley. 

 
El Estado reconoce el derecho 
humano de acceder de manera libre 
y universal a internet y establecerá 
los mecanismos, programas y 
políticas públicas necesarios para 
hacer efectivo este derecho. 

 
Por lo expuesto, presento ante esta Asamblea el siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO 

 
ÚNICO: Se adiciona el párrafo quinto al artículo 7° de la Constitución Política del 
Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 7o.- En el Estado de San Luis Potosí la protección de los derechos de 

sus habitantes y la permanente búsqueda del interés público son la base y objeto 

de las instituciones políticas y sociales. 

Para la convivencia armónica de sus habitantes, queda asegurado el goce 

irrestricto de los derechos humanos y las garantías individuales y sociales 



consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en los tratados internacionales, las que el Estado adopta como propias. 

Las autoridades estatales y municipales deberán respetar y hacer respetar tanto 

dichas garantías, como los derechos humanos, conforme lo dispongan las leyes 

reglamentarias y ordinarias respectivas, así como los tratados internacionales de 

la materia. 

Las normas relativas a los derechos humanos serán interpretadas de conformidad 

con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 

con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar 

y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca 

la ley. 

El Estado reconoce el derecho humano de acceder de manera libre y universal a internet 

y establecerá los mecanismos, programas y políticas públicas necesarios para hacer 

efectivo este derecho. 

 

T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO.- El presente decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO.-Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 
 
 

 
A T E N T A M E N T E 

 
DIPUTADO JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA 



San Luis Potosí, S. L. P. a 14 de marzo del 2016  

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA  

LXI LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO  

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 

P R E S E N T E S 

 

LUCILA NAVA PIÑA, integrante de esta LXI Legislatura y Diputada de la Representación 

Parlamentaria del Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo establecido en los 

artículos 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 

130, 131, 133 y 134 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis 

Potosí; 61, 62, 65, 66 y 75 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 

Estado San Luis Potosí, me permito someter a la consideración de esta Honorable 

Soberaní a, iniciativa con proyecto de decreto para reformar disposiciones de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, y del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del estado de San Luis Potosí, en base a la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Tribuna del recinto en donde se llevan a cabo las reuniones del Pleno del Congreso 

del Estado, debe ser utilizada por cualquiera de los 27 Legisladores para los siguientes 

supuestos:  

  

1.  Presentar las iniciativas mediante la lectura en su caso, de un extracto.  

2.  Exponer el posicionamiento de un grupo parlamentario o de un Diputado ya sea en 

pro o en contra respecto de los proyectos de Dictámenes Legislativos que se 

desahogan en la sesión.  

3.  Expresar voto particular respecto de un Dictamen.  

4. Rectificar, aclarar hechos o reclamar que se cumplan determinados trámites 

respecto del Dictamen que este a Debate, o bien contestar alusiones a su persona en 

el desahogo de los asuntos legislativos.  

 

Es costumbre en el desarrollo de las sesio nes ordinarias que los legisladores llevan a 

cabo expresiones o posicionamientos que son ajenos a los temas legislativos que 

conllevan necesariamente la discusión, debate y votación.  

 

Por lo anterior es necesario que tanto la Ley Orgánica y el Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, definan los casos y la 

forma en que deban de sujetarse los posicionamientos de diputados que no son sujetos 

de discusión, debate y voto.  

 



Hacer uso de ese espacio, representa la enorme o portunidad de poner en práctica el 

debate parlamentario en representación del interés público de todos los potosinos.  

  

Es por ello que no debe permitirse que continúe usándose como tapanco de plaza 

pública para ejercer la libre expresión, como estrado de Tribunal para denunciar o 

como carpa teatral para protagonizar una obra de vodevil.  

  

La libertad de expresión que en forma alguna la presente iniciativa pretende coartar, 

debe ser ejercida por los diputados y por todos los potosinos, en cualquier espacio 

ajeno a la Tribuna Legislativa.  

  

Esa libertad de expresión que es consagrada por nuestra norma suprema y que 

además otorga a los ciudadanos el derecho de réplica, definido por la ley 

reglamentaria como òla facultad de toda persona a que sean publicadas o difundidas 

las aclaraciones que resulten pertinentes, respecto de datos o informaciones 

publicadas por los medios de comunicación, relacionados con hechos que la 

mencionan, que sean inexactos o falsosó. 

  

Diferentes medios de comunicación han dado cuenta d el exceso en el que han caído 

algunos integrantes de esta LXI Legislatura, quienes han confundido el ejercicio de su 

libertad de expresión e inclusive la representación ciudadana, para abusar del uso de 

la Tribuna Legislativa que como se ha expuesto, tiene  fines distintos.  

  

En atención de lo anterior es que se propone las reformas a la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de San Luis Potosí, así como al Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí.  

 

Para una mejo r comprensión de la iniciativa, se presenta el siguiente cuadro 

comparativo:  
 

 Ley Orgánica Vigente 
 
 

ARTICULO 133. El Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso prescribirá la 
forma en que deben presentarse las 
iniciativas, y el modo de proceder a su 
admisión y votación. 

 
Dentro de los asuntos generales del  
orden del día, no podrán presentarse ante 
el Pleno las iniciativas a que se refiere el 
artículo 131 de esta Ley, que no hayan sido 
incluidas previamente en la Gaceta 
Parlamentaria; con la salvedad que 
establece el artículo 134 de esta Ley. 

 

Ley Orgánica Iniciativa 
 
 

ARTICULO 133. El Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso prescribirá la 
forma en que deben presentarse las 
iniciativas, y el modo de proceder a su 
admisión y votación. 

 
Dentro de los asuntos generales del  
orden del día, no podrán presentarse ante 
el Pleno las iniciativas a que se refiere el 
artículo 131 de esta Ley, que no hayan sido 
incluidas previamente en la Gaceta 
Parlamentaria; con la salvedad que 
establece el artículo 134 de esta Ley. 
 



 
 
 
 
 
 

Los Diputados podrán hacer 
posicionamientos respecto de temas de 
interés general, los cuales por su 
naturaleza no serán sujetos de discusión, 
debate o votación, el Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso, regulará 
su desahogo  

 
 

Reglamento Vigente 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
CAPITULO V 

 DE LAS ACTAS 
 

Reglamento Iniciativa 
 
 

CAPÍTULO V 
De los Posicionamientos 

 
117. Bis. Concluido el debate de los 
asuntos legislativos, los legisladores que 
deseen hacer algún posicionamiento a que 
se refiere el último párrafo del artículo 133 
de la Ley Orgánica, deberán solicitar su 
inscripción como oradores. 
 
El legislador en turno tendrá derecho al uso 
de la tribuna hasta por tres minutos y por 
una sola ocasión, y será asentada su 
participación de manera textual en el acta 
de la sesión ordinaria que corresponda. 
 
El Presidente del Congreso interrumpirá al 
orador en turno, únicamente cuando su 
tiempo se haya agotado, o cuando en la 
expresión de su posicionamiento se viertan 
injurias o insultos en contra de personas o 
instituciones. 
 

CAPITULO VI 
 DE LAS ACTAS 

 
 

En consecuencia de lo anterior, se presenta el siguiente:  

 

PROYECTO 

 DE  

DECRETO 

 

PRIMERO. Se ADICIONA párrafo tercero al artículo 133 de y a la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estad o de San Luis Potosí. Se ADICIONA artículo 117 Bis; y se MODIFICA el 

numeral al actual Capítulo V para pasar a ser VI del Título Séptimo de y al Reglamento 

para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí.  

 

Ley Orgánica del Poder Legisl ativo del Estado de San Luis Potosí.  

 



ARTICULO 133. é 

 

é  

 

Los Diputados podrán hacer posicionamientos respecto de temas de interés general, 

los cuales por su naturaleza no serán sujetos de discusión, debate o votación, el 

Reglamento para el Gobierno Inter ior del Congreso, regulará su desahogo  

 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí.  

 

CAPÍTULO V 

De los Posicionamientos  

 

117. Bis. Concluido el debate de los asuntos legislativos, los legisladores que deseen 

hacer algún  posicionamiento a que se refiere el último párrafo del artículo 133 de la 

Ley Orgánica, deberán solicitar su inscripción como oradores.  

 

El legislador en turno tendrá derecho al uso de la tribuna hasta por tres minutos y por 

una sola ocasión, y será asent ada su participación de manera textual en el acta de la 

sesión ordinaria que corresponda . 

 

El Presidente del Congreso interrumpirá al orador en turno, únicamente cuando su 

tiempo se haya agotado, o cuando en la expresión de su posicionamiento se viertan 

injurias o insultos en contra de personas o instituciones.  

 

CAPITULO VI 

DE LAS ACTAS 

é 

 

SEGUNDO. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su publicación.  

 

TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

 

Atentamente  

Diputada Lucila Nava Piña  



Diputados Secretarios de la LXI Legislatura 
Del Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí 
P r e s e n t e s. 
 
El suscrito, Diputado Jorge Luis Díaz Salinas, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional de la LXI Legislatura, con fundamento en los artículos, 61 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; 61, 62 
y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso, me permito someter a consideración de 
esta Honorable Soberanía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que modifica la fracción 
XLII al artículo 70; y reforma la fracción XIII de artículo 89 de la Ley Orgánica del Municipio 
Libre del Estado de San Luis Potosí, con base en la siguiente: 
 

Exposición de motivos 
 
A partir de la reforma constitucional de 2011, se instituyó como una política del Estado Mexicano el 
respeto y goce de los derechos humanos reconocidos en la constitución y en los tratados 
internacionales de los que nuestro país sea parte. En el ámbito nacional, el artículo 1º de la Carta 
Magna prohíbe toda discriminación por razones de género y el artículo 4º reconoce la igualdad del 
varón y la mujer ante la ley. Asimismo, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 
estableció mecanismos institucionales para garantizar el cumplimiento de la igualdad sustantiva, 
entendida como el acceso al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales1. 
 
Entre los diversos instrumentos internacionales suscritos por nuestro país para salvaguardar y 
garantizar los derechos humanos de las mujeres están: la Convención sobre la Eliminación de todas 
la Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (1969); la Declaración y el Programa de Acción de Viena 
(1933); el Programa de Acción Regional para las Mujeres de América Latina y el Caribe (1994); la 
Declaración y el Programa de Acción de El Cairo (1994); la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar todas las Formas de Violencia contra las Mujeres, la Convención de Belém do 
Pará (1994); la Plataforma de Acción de Beijing (1995); el Programa Interamericano sobre la 
Promoción de los Derechos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (2000), entre otros. 
 
A nivel local, el 12 de septiembre de 2015 fue publicada la Ley para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres del Estado de San Luis Potosí. Su propósito es regular y garantizar la igualdad de 
oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, proponer los lineamientos y mecanismos 
institucionales que orienten hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y 
privado, promover el empoderamiento de las mujeres y la lucha contra toda discriminación basada en 
el sexo. 
 
Sin embargo, el impacto de este andamiaje jurídico todavía no alcanza las transformaciones 
institucionales esperadas, es una asignatura pendiente garantizar a cabalidad la no discriminación, la 
igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, la erradicación de la violencia y el 
ejercicio pleno de los derechos de las mujeres. Todavía se observan importantes lagunas en materia 
de derechos de las mujeres en el país, específicamente, en el ámbito municipal. Por ello, resulta 
necesario ampliar los esfuerzos para la institucionalización de la perspectiva de género en todos los 
niveles de gobierno.  
 
Cabe señalar que el Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación 
contra las Mujeres 2013-2018 (Proigualdad) impulsa la incorporación de las políticas de igualdad de 

                                                           
1
 Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de San Luis Potosí, artículo 5, fracción VII. 



género en los tres órdenes de gobierno y su institucionalización en la cultura organizacional, lo que 
nos compromete a tomar acciones en la materia. 
 
En ese sentido, se propone modificar la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis 
Potosí, a fin de precisar las obligaciones de los Presidentes Municipales para impulsar la perspectiva 
de género y garantizar la igualdad sustantiva entre el personal que trabaja en las dependencias 
municipales, además de erradicar el acoso laboral y hostigamiento sexual en la función pública 
municipal. También, resulta pertinente definir un plazo para el cumplimiento de este mandato, con el 
objetivo de dar certeza jurídica al personal que labora en los ayuntamientos y fijar supuestos 
normativos para fincar responsabilidades en caso de incumplimiento. 
 
La propuesta armoniza con lo previsto por la Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del 
Estado de San Luis Potosí, toda vez que esta no contempla las obligaciones de los autoridades 
municipales, en lo que respecta a garantizar la igualdad de género en las estructuras administrativas 
municipales. Además, la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí no 
especifica cual será la instancia interna responsable de promover la igualdad de género y el fomento 
de una cultura de respeto a los derechos de las mujeres en los órganos internos del ayuntamiento. La 
modificación que se plantea se inserta en las atribuciones que tienen los presidentes municipales 
para con las y los servidores públicos municipales. 
 
Ahora bien, es necesario considerar la heterogeneidad de los municipios en San Luis Potosí, algunos 
con amplias tendencias de desarrollo y otros con grandes carencias y limitaciones financieras, que en 
la mayoría de los casos, apenas tienen recursos para prestar los servicios públicos básicos. Por ello, 
resulta imperante establecer parámetros generales que atiendan la transversalidad de la igualdad de 
género en el orden municipal, considerando el contexto particular de cada municipio. 
 
En ese orden de ideas, se propone que exista una comisión de igualdad de género en todos los 
ayuntamientos, como instancia coordinadora de la incorporación de la perspectiva de género en las 
políticas públicas y de colaboración con las instancias estatales y nacionales en la materia, a fin de 
abonar a la transversalización e institucionalización de la perspectiva de género en los gobiernos 
municipales. 
 
Con las modificaciones propuestas se garantiza cumplir, desde el ámbito municipal, con el mandato 
constitucional consagrado en los artículos 1º y 4º de la Carta Magna, los compromisos adquiridos por 
el Estado Mexicano a través de los tratados internacionales y la legislación secundaria en la materia, 
sin poner en riesgo las finanzas públicas de los ayuntamientos. Mitigar las desigualdades 
estructurales es una tarea inacabada. Siendo el Municipio la organización política más cercana  a los 
ciudadanos, resulta primordial definir las obligaciones de sus autoridades, a fin de garantizar el 
respeto a los derechos de las mujeres en la función pública municipal. 
 
Por  lo antes expuesto someto a consideración de esta Soberanía, el siguiente:  
 

Proyecto de Decreto 
 

Único. Se modifica la fracción XLII al artículo 70; y, se reforma la fracción XIII de artículo 89 de la Ley 
Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 

 
TITULO QUINTO 

 
DE LAS AUTORIDADES MUNICIPALES 

CAPITULO I 
 

De las Facultades y Obligaciones del Presidente Municipal 



ARTICULO 70. El Presidente Municipal es el ejecutivo de las determinaciones del Ayuntamiento; 
tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
 
I a XLI. ... 
 
XLII. Expedir e implementar, dentro de los primeros treinta días del inicio de la administración, las 
acciones que impulsen la perspectiva de género, garanticen la igualdad sustantiva en la función 
pública municipal y fomenten un ambiente libre de acoso laboral y hostigamiento sexual en las 
dependencias municipales. 
 
XLIII. ... 
 

CAPITULO IX 
 

De las Comisiones del Ayuntamiento 
 
ARTICULO 89. En la primera sesión del año en que se instale el Ayuntamiento, se procederá a 
nombrar de entre sus miembros a los que formarán las comisiones permanentes, mismas que 
vigilarán el ramo de la administración que se les encomiende; dichas comisiones serán las siguientes: 
 
I a XII. ... 
 
XIII. Igualdad de género 
 
XIV a XVIII. ... 

 
Transitorios 

 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Estado de San Luis Potosí.  
 
Segundo. Los presidentes municipales deberán dar cumplimiento a las modificaciones que se 
deriven del presente Decreto, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor del mismo. 
 
Tercero. Los ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí deberán instalar la Comisión ordinaria de 
Igualdad de Género, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Cuarto. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto.  
 
 

A t e n t a m e n t e 
 
 

Diputado Jorge Luis Díaz Salinas 



C.C.  DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE SAN LUIS POTOSÍ 
P R E S E N T E. 
 
C. ISRAEL REYNA ROSAS, PRESIDENTE MUNICIPAL DE SANTA MARIA DEL RIO, S.L.P., en ejercicio de las 
facultades que me conceden los artículos 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí; 70 fracciones I, IV y XXIX, 75 fracción VIII, 78, fracción VIII y 81 fracción I de la Ley Orgánica del Municipio 
Libre del Estado de San Luis Potosí; 2° Fracción II, 3° fracción II, 5° fracción II, 7°, 8°, 10, 13 fracciones I, III, V y XIV, 
19, 22 y 29 fracción II de la Ley de Deuda Pública del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás 
ordenamientos aplicables; me permito enviar a esa H. Soberanía el siguiente Decreto: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Que la Administración Municipal 2012-2015 emitió con fecha 17 de octubre de 2014, el Acta de Cabildo número 
74, mediante la cual el H. CabilŘƻ ŀǳǘƻǊƛȊƽ ƭƭŜǾŀǊ ŀ Ŏŀōƻ ά9ƭ tǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ aƻŘŜǊƴƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ !ƭǳƳōǊŀŘƻ tǵōƭƛŎƻ 
aǳƴƛŎƛǇŀƭέΣŀ ǳƴ ǇƭŀȊƻ ŘŜ мл ŀƷƻǎ ȅ ƭŀ ŀŦŜŎǘŀŎƛƽƴ Ŝƴ ǎǳ ŎŀǎƻΣ ŘŜ ƭŀǎ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƻƴŜǎ ŦŜŘŜǊŀƭŜǎ ǇǊŜǎŜƴǘŜǎ ȅ ŦǳǘǳǊŀǎ 
que le correspondan al municipio, así como la creación de un fideicomiso de administración y fuente de pago, y la 
ŀǳǘƻǊƛȊŀŎƛƽƴ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ƭŀ ǇŀǊǘƛŘŀ ά9ƴŜǊƎƝŀ 9ƭŞŎǘǊƛŎŀέ ŦǳŜǊŀ ƭŀ ŦǳŜƴǘŜ ŘŜ ǇŀƎƻ ŘŜ ƭŀǎ ƻōƭƛƎŀŎƛƻƴŜǎ ǉǳŜ ǎŜ ŘŜǊƛǾŜƴ ŘŜƭ 
contrato para la prestación de servicios de largo plazo. 
 
Derivado del Acta anteriormente mencionada, con fecha 13 de junio de 2015 se publicó el Decreto número 
1012, mediante el cual el H. Congreso del Estado autorizó al Municipio de Santa María del Río para que celebrara 
Contrato de Prestación de Servicios hasta por 10 años para implementar la utilización de tecnología led y su 
mantenimiento en el alumbrado público municipal, sin estipular la autorización expresa del monto máximo a 
contratar, ni la fuente de pago o garantía del mismo, ni mecanismo de garantía o pago, requisitos indispensables 
para poder afectar las participaciones federales y concretar el proyecto.  
 
Con fecha 14 de agosto de 2015, el municipio celebró un Contrato de Prestación de Servicios de suministros 
ǘŞŎƴƛŎƻǎ ȅ ǘŜŎƴƻƭƽƎƛŎƻǎΣ Ŏƻƴ ƭŀ ŜƳǇǊŜǎŀ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ ά[ŜŘ [ǳƳƛƴŀ [ŜŀǎƛƴƎΣ {Φ!Φ ŘŜ /Φ±Φ {ƻŦƻƳ 9ΦbΦwΦέ  ŀ ǳƴ ǇƭŀȊƻ 
ŘŜ мл ŀƷƻǎΣ Ƙŀǎǘŀ ǇƻǊ ƭŀ ŎŀƴǘƛŘŀŘ ƴŜǘŀ ŘŜ ϷтΩрулΣлллΦлл ό{L9¢9 aL[[hb9{ v¦LbL9b¢h{ h/I9b¢! aL[ t9{h{ 
00/100 M.N.). 
 
Con fecha 20 de Agosto de 2015, el Cabildo de la Anterior Administración emitió el Acta de Cabildo número 100, 
ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭŀ ǉǳŜ ŀǳǘƻǊƛȊƽ ƭŀ ŎŜƭŜōǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ /ƻƴǘǊŀǘƻ ŘŜ tǊŜǎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ {ŜǊǾƛŎƛƻǎ Ŏƻƴ Ŝƭ ǇǊƻǾŜŜŘƻǊ ά[ŜŘ [ǳƳƛƴŀ 
[ŜŀǎƛƴƎΣ  {Φ!Φ ŘŜ /Φ±Φ {ƻŦƻƳ 9ΦbΦwΦέ ǎƛƴ ŜƳōŀǊƎƻ ƴƻ ǎŜ ŜǎǘƛǇǳƭƽ Ŝƭ Ƴƻƴǘƻ ǉǳŜ ƳŜƴŎƛƻƴŀ Ŝƭ /ƻƴǘǊŀǘƻΣ ǎƛŜƴŘƻ Ŝǎǘƻ 
un requisito indispensable para la inscripción en el Registro de Deuda Pública Estatal y Municipal así como en el 
Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y Municipios a cargo de la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
Con Referencia al Decreto número 1012, anteriormente mencionado, éste presenta inconsistencias para poder 
llevar a cabo la inscripción en el Registro Estatal ante la Dirección de Financiamiento Deuda y Crédito Público de 
la Secretaría de Finanzas, ya que no se apega a lo que establece la ley de la Materia; por lo que la presente 
Administración Municipal solicitó autorización del H. Cabildo para llevar a cabo la reforma del Decreto 
ŀƴǘŜǊƛƻǊƳŜƴǘŜ ƳŜƴŎƛƻƴŀŘƻ ŀ ŜŦŜŎǘƻ ŘŜ ŎǳƳǇƭƛǊ Ŏƻƴ Ŝƭ άtǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ aƻŘŜǊƴƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ !ƭǳƳōǊŀŘƻ tǵōƭƛŎƻ 
aǳƴƛŎƛǇŀƭέ Ŝƴ beneficio de la ciudadanía del municipio de Santa María del Río, toda vez que la Ley de 



Coordinación Fiscal Federal señala que para efecto de afectar las participaciones federales solo podrán ser 
aquellas correspondientes al Fondo General de Participaciones, el Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a 
que se refiere el Artículo 4-A fracción I de dicha Ley, mismos que podrán afectarse para el pago de obligaciones 
contraídas por las Entidades o Municipios, y la Ley de Deuda Pública del Estado y Municipios de San Luis Potosí 
regula las afectaciones que ingresos federales y estatales que pretenda otorgar como fuente de pago o garantía 
de las obligaciones contraídas el Municipio, por lo que es menester establecer concretamente el Importe, Plazo, 
Fuente de pago, Garantía y el Mecanismo de Garantía.  
 
Con fecha 22 de Enero de 2016 se celebró la Séptima Sesión Ordinaria de Cabildo habiéndose levantado el Acta 
número 13 en la que se autorizó por las 2/3 partes de los miembros del cabildo reformar el Decreto número 1012 
publicado el 13 de junio de 2015 conforme a lo establecido en la reforma constitucional en materia de disciplina 
financiera realizada a la Constitución Federal y la modificación al Contrato de Prestación de Servicios a fin de 
estipular el monto, la fuente de pago especifica, la afectación de las participaciones presentes y futuras que en 
ingresos federales le correspondan al municipio derivadas del Fondo General de Participaciones y el porcentaje 
afectado de las mismas en el Fideicomiso utilizado como mecanismo de garantía y pago.  
En razón de lo anteriormente expuesto, se envía a esa Honorable Cámara Legislativa para su consideración y 
aprobación, en su caso, el siguiente:  
 

D E C R E T O 
 

UNICO.- Se modifican los  ARTICULOS: PRIMERO, Y SEGUNDO;  y se adicionan los artículos del OCTAVO AL 
DÉCIMO SEGUNDO para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. para que celebre con el 
proveedor o empresa que resulte ganador, un Contrato de Prestación de Servicios con Financiamiento del 
ǇǊƻǾŜŜŘƻǊ Ƙŀǎǘŀ ǇƻǊ ƭŀ ŎŀƴǘƛŘŀŘ ŘŜ ϷтΩрулΣлллΦлл ό{L9¢9 aL[[hb9{ v¦LbL9b¢h{ h/I9b¢! aL[ t9{h{ ллκмлл 
M.N) más gastos de financiamiento y de fideicomiso que se generen hasta por diez años.  
 
El monto señalado se documentará en un contrato en los términos que acuerden el proveedor y el 
Ayuntamiento. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- [ŀ ŀǳǘƻǊƛȊŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǎŜ ƻǘƻǊƎŀ ǎŜǊł ŘŜǎǘƛƴŀŘŀ ǇŀǊŀ ƭƭŜǾŀǊ ŀ Ŏŀōƻ Ŝƭ ά9ƭ tǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ 
aƻŘŜǊƴƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ !ƭǳƳōǊŀŘƻ tǵōƭƛŎƻ aǳƴƛŎƛǇŀƭέ Ŝƴ Ŝƭ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻ ŘŜ {ŀƴǘŀ aŀǊƝŀ del Río, S.L.P. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- A efecto de resolver sobre adjudicación que corresponda del Contrato de Prestación de 
Servicios, el Ayuntamiento de Santa María del Río, deberá tomar en cuenta la solvencia de los participantes 
quienes deberán demostrar que poseen la capacidad total para el financiamiento de la instalación de las 
luminarias LEDS, sin requerir la adquisición de un crédito bancario para su instalación, puesta en marcha y 
funcionamiento del total de las luminarias a contratar; su experiencia en el ramo, capacidad técnica y de 
suministro, e inicio de instalación en no más de treinta días naturales posteriores a la asignación, para atender las 
necesidades como las que demanda un municipio como Santa María del Río, y todo aquello que permita que el 
participante que resulte elegido garantice el debido y eficaz cumplimiento del contrato, en los términos que 
determine el propio ayuntamiento en apego a la ley, por el período total del contrato. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- El Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. deberá de integrar dentro de las condiciones 
que deban cumplir las empresas participantes para la adjudicación que corresponda, sobre el contrato de 



prestación de servicios el de estar con registro vigente como proveedores de la Comisión Federal de Electricidad, 
para garantizar que la empresa que resulte ganadora del contrato de prestación de servicios  coloque luminarias 
que se encuentren aprobadas por la propia CFE.      
 
ARTÍCULO QUINTO.- El Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. deberá de integrar dentro de las condiciones 
que deban cumplir las empresas participantes para la adjudicación que corresponda sobre el contrato de 
prestación de servicios, el certificado de conformidad del producto que se ofrece para su instalación, acreditado y 
aprobado en las normas mexicanas aplicables (NOM-003-SSSCFI-200; y NOM-031-ENER-2012) de seguridad, y 
eficiencia, respectivamente. 
 
ARTICULO SEXTO.- El Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. deberá hacer entrega al Honorable Congreso 
del Estado de San Luis Potosí, una vez celebrado el contrato que corresponda, de un ejemplar del mismo, a fin de 
que se integre el expedienta respectivo. 
 
ARTICULO SEPTIMO.-  El Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., entregará al Honorable Congreso del 
Estado, en un plazo no mayor de ciento veinte días contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, 
para anexarlo al expediente respectivo, de una copia completa del Contrato de Prestación de Servicios respectivo 
autorizado por los integrantes del cabildo; el diseño y especificaciones técnicas de las lámparas y postes que se 
utilizarán, detallando los materiales a utilizar para la fabricación de los mismos. En caso de incumplimiento al 
plazo señalado, el Congreso del Estado podrá revocar la autorización señalada en el ARTÍCULO PRIMERO del 
presente Decreto.     
 
ARTÍCULO OCTAVO.- El financiamiento deberá estar sujeto a las siguientes condiciones: 
 
LΦ LƳǇƻǊǘŜ Ƙŀǎǘŀ ǇƻǊ ϷтΩрулΣлллΦлл ό{ƛŜǘŜ ƳƛƭƭƻƴŜǎ ǉǳƛƴƛŜƴǘƻǎ ƻŎƘŜƴǘŀ Ƴƛƭ ǇŜǎƻǎ ллκмлл bΦbΦύ  
 
II. Plazo máximo: hasta 10 años 
 
III. Tasa Fija de Interés Ordinario hasta 9%  
 
IV. Mecanismo de garantía y fuente de pago: Fideicomiso de Administración y Fuente de Pago. 
 
ARTICULO NOVENO.- Se autoriza al Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., para que otorgue como fuente 
de pago y garantía las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le corresponden del Fondo 
General de Participaciones.  
 
ARTÍCULO DÉCIMO:- La garantía anteriormente mencionada se inscribirá en el Registro Estatal, que para el 
efecto lleva la Dirección de Financiamiento Deuda y Crédito Público, dependiente de la Secretaría de Finanzas de 
Gobierno del Estado, acorde a lo establecido en los artículos 13 fracción VIII y 22 de la Ley de Deuda Pública del 
Estado y Municipios de San Luis Potosí; así como en el  Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades 
Federativas y Municipios que lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo a las disposiciones del 
Reglamento del artículo 9º de la Ley de Coordinación Fiscal.  
 
ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO .- Se autoriza al Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. para que pacte todas 
las bases, condiciones y modalidades convenientes o necesarias en los contratos, convenios y demás documentos 
relativos a que se refiere el presente Decreto, y para que celebre todos los actos jurídicos que se deriven de lo 



pactado en los contratos, convenios o documentos y para que comparezca a firma de esos documentos por 
conducto de sus funcionarios o representantes legalmente investidos que sean necesarios, hasta la total 
amortización del crédito. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- En cumplimiento de la Ley de Deuda Pública del Estado y Municipios de San Luis 
Potosí, se autoriza y se entiende efectuada la modificación de la Ley de Ingresos, en términos y hasta por la 
cantidad prevista en el Artículo primero de este Decreto. 
 

El Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P. deberá prever en su Presupuesto de Egresos, en cada ejercicio 
fiscal, el servicio de la deuda hasta por el monto correspondiente para el cumplimiento del crédito que celebre, 
hasta su total liquidación. 
 

T R A N S I T O R I O S: 

 
ARTÍCULO ÚNICO.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Estado.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Para los efectos del presente Decreto, se deroga lo que se oponga al mismo. 
 

 
SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN 

EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SANTA MARÍA DEL, S.L.P. 
 

C. ISRAEL REYNA ROSAS  

 

EL SÍNDICO MUNICIPAL 

 

C. J. FROYLAN LOREDO MAYO    

 

 EL TESORERO MUNICIPAL 

 

C. MARTÍN PÉREZ TORRES     

 

EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO 

 

C. VIDAL TORRES GONZÁLEZ 



San Luis Potosí, S. L. P. A 15 de marzo de 2016 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA 

DEL CONGRESO DEL ESTADO  

DE SAN LUIS POTOSÍ. 

P r e s e n t e s. 

 

Con fundamento en lo establecido por los artículos 61 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;  130 y 131 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo del Estado; y 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso del Estado, Josefina Salazar Báez, diputada local en esta LXI 

Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, me 

permito someter a la consideración de esta Honorable Soberanía la presente 

Iniciativa con Proyecto de Decreto que propone adicionar nueva fracción X, por lo 

que la actual X pasa a ser XI del artículo 3° Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de incorporar en 

la clasificación que establece la legislación vigente  a la violencia política de 

género, con base en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La importancia de la participación de la mujer en la política es fundamental en una 

sociedad en la que los derechos humanos, la pluralidad, la equidad y la democracia 

forman parte de los valores de convivencia social y del diseño de los marcos 

normativos de la mayor parte del mundo. En las últimas décadas, se han 

conseguido importantes avances en la participación de la mujer mexicana en la 

vida política, pero la realidad es que la plena equidad aún permanece alejada, por lo 

que es momento de dar pasos decisivos hacía la consolidación de esos derechos y la 

revisión de las condiciones de desigualdad en aquellos ámbitos en los que todavía 

imperan. 

 

A pesar de los progresos logrados en género desde una perspectiva política, en 

nuestro país aún existe la necesidad de garantizar adecuadas condiciones de 

participación e incentivar el empoderamiento y la participación de las mujeres en 

la política. De acuerdo a la especialista en política y género, Daniela Cerva, ȰÌÁ 

aplicación de la legislación sobre derechos político electorales de las mujeres y 

cumplimiento de la cuota en México sentó un precedente fundamental que explica el 

incremento de mujeres electas en las pasadas elecciones ɉȣɊ Pese a este aumento 



cuantitativo, el análisis de la participación política femenina debe reconocer que las 

acciones orientadas a incorporar a más mujeres en espacios de decisión poseen 

límites tanto en su desarrollo, como en sus resultados. Junto con los avances en 

materia de participación de política las mujeres y de la respuesta institucional al 

respecto, es posible encontrar enormes barreras que tiene un peso significativo en la 

ÆÏÒÍÁ ÅÎ ÓÅ ÄÉÆÕÎÄÅÎ Ù ÓÅ ÌÅÇÉÔÉÍÁÎ ÅÓÔÏÓ ÔÅÍÁÓȢȱ  

 

Una de esas barreras que se presenta de forma insistente, a pesar de los avances de 

las acciones afirmativas en políticas públicas y legislación de género, es la violencia 

política hacía las mujeres: un conjunto de conductas que manifiestan 

discriminación y trato desigual. Cerva señala que ȰÅn el ámbito de la participación 

política la violencia que es infringida a mujeres se ubica tanto en las relaciones 

interpersonales, como en las dinámicas colectivas que sostienen estereotipos y 

discriminación de género en la lógica de funcionamiento partidario.ȱ1  

 

De acuerdo al Plan de Acción para la Prevención del Acoso Político y la Violencia 

Política contra las mujeres, del organismo internacional ParlAmericas, la violencia 

política es una forma de violencia de género cometida contra las mujeres activas en 

la vida pública, una barrera fundamental para su participación en la toma de 

decisiones.  

 

Este tipo de violencia que se genera de forma endogámica al poder, reafirma los 

roles de género tradicionales que socavan la calidad de la democracia, la inclusión y 

los derechos humanos. La violencia política es un problema generalizado desde los 

niveles municipales hasta los congresos nacionales, incluso, el acoso o violencia 

política fue identificado como un tema prioritario durante una sesión de 

planificación estratégica, llevada a cabo por un grupo de delegadas y delegados 

durante la reunión del Grupo de Mujeres Parlamentarias de 2014 en la Ciudad de 

México.2 Citando una vez más a Daniela Cerva, ȰÅÌ ÈÅÃÈÏ ÄÅ ÑÕÅ ÅØÉÓÔÁ ÕÎÁ ÒÅÆÏÒÍÁ 

en México en materia política electoral que favorece e incrementa la participación de 

ÌÁ ÍÕÊÅÒ ÎÏ ÅÓȟ ÁĭÎȟ ÕÎÁ ÇÁÒÁÎÔþÁ ÅÎ ÌÁ ÒÅÁÌÉÄÁÄ ÑÕÅ ÓÅ ÃÕÍÐÌÁ ÌÁ ÐÁÒÉÄÁÄ ÄÅ ÇïÎÅÒÏȢȱ3  

 
1Cerva Cerna, Daniela. Participación política y violencia de género en México. Revista Mexicana de Ciencias Políticas y 

Sociales, vol. LIX, núm. 222, septiembre-diciembre, 2014, pp. 117-139 Universidad Nacional Autónoma de México.  
2 http://parlamericas.org/uploads/documents/plan-de-accion-violencia-politica.pdf  recuperado el día 3 de 

febrero del 2016 
3 http://enfoqueoaxaca.com/aqui-y-ahora/en-veremos-la-paridad-de-genero-en-mexico-daniela-cerva-cerna/  

recuperado el día 2 de febrero del 2016 

http://parlamericas.org/uploads/documents/plan-de-accion-violencia-politica.pdf
http://enfoqueoaxaca.com/aqui-y-ahora/en-veremos-la-paridad-de-genero-en-mexico-daniela-cerva-cerna/


COnsiderar ese tipo de violencia en México, es necesario y posible ya que se 

enmarca dentro de la legislación existente en la materia y la suscripción de tratados 

generales enmarcan los esfuerzos para la equidad.  

 

En su artículo 4, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia establece los principios rectores que deben observarse para elaborar y 

ejecutar las políticas públicas federales y locales, tales ejes son:  

 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación, y 

IV. La libertad de las mujeres. 

 

Elementos que deben desarrollarse de acuerdo a dos principios rectores, señalados 

en las fracciones IX y X del artículo 5 en la misma ley: 

 

ȰPerspectiva de Género: Es una visión científica, analítica y política sobre las mujeres 

y los hombres. Se propone eliminar las causas de la opresión de género como la 

desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género. 

Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el 

bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y 

los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para 

acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los 

ámbitos de toma de decisiones;ȱÙ 

 

ȰEmpoderamiento de las Mujeres: Es un proceso por medio del cual las mujeres 

transitan de cualquier situación de opresión, desigualdad, discriminación, explotación 

o exclusión a un estadio de conciencia, autodeterminación y autonomía, el cual se 

manifiesta en el ejercicio del poder democrático que emana del goce pleno de sus 

derechos y libertadesȢȱ 

 

Ante la problemática global que se replica en todos los ámbitos públicos, y tomando 

en cuenta las posibilidades legislativas en el marco de la Ley General es necesario 

reformar la Legislación local en la materia para que se revise asertivamente el 

tema. El trabajo legislativo presenta grandes oportunidades para el avance en la 

lucha contra las barreras que enfrentan las mujeres en su participación política. Así 

en el 2013 en el Congreso de la Unión se presentó una iniciativa impulsada por la 

senadora Lucero Saldaña, en este sentido, misma que definía ȰÌÁ ÖÉÏÌÅÎÃÉÁ ÐÏÌþÔÉÃÁ 



de género como las acciones agresivas cometidas por una o varias personas que 

causen daño físico, psicológico o sexual en contra de una mujer o varias, en ejercicio 

de la repÒÅÓÅÎÔÁÃÉĕÎ ÐÏÌþÔÉÃÁȢȱ 

 

De igual forma, caracterizó algunos de los actos de violencia política más comunes 

hacia las mujeres como ȰÌÏÓ ÉÍÐÕÅÓÔÏÓ ÐÏÒ ÅÓÔÅÒÅÏÔÉÐÏÓ ÄÅ ÇïÎÅÒÏȟ ÌÁ ÒÅÁÌÉÚÁÃÉĕÎ ÄÅ 

actividades y tareas ajenas a las funciones y atribuciones de su cargo, o proporcionar 

Á ÌÁÓ ÍÕÊÅÒÅÓ ÃÁÎÄÉÄÁÔÁÓ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉĕÎ ÆÁÌÓÁȟ ÅÎÔÒÅ ÏÔÒÏÓȢȱ  

 

Finalmente, de forma vanguardista y visionaria, y en ese sentido, desde mi punto de 

vista de forma completamente valioso y digna de tomar en cuenta, en el mes de 

enero del presente año 2016, en Oaxaca se llevó a cabo un esfuerzo legislativo sin 

precedente y se convirtió en la primera entidad del país en la que se aprobó la 

inclusión del ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ ȰÖÉÏÌÅÎÃÉÁ ÐÏÌþÔÉÃÁȱȟ ÅÎ ÌÁ ,ÅÙ %ÓÔÁÔÁÌ ÄÅ !ÃÃÅÓÏ Á ÌÁÓ 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Género, gracias a una iniciativa de la 

diputada panista Alejandra García Morlán. Así, dentro de tal ley se logró encuadrar 

la violencia política, expresar su existencia, incluirla como criterio orientador y 

transversal de las políticas públicas de género y hacer visible su forma de comisión 

en contra de los derechos políticos de las mujeres.  

 

Esta iniciativa se inscribe en la perspectiva de género general aplicada a casos 

concretos. De esa manera, se vuelve pertinente evocar el caso de la alcaldesa electa 

Eufrosina Cruz Méndez, quien al ser electa como Alcaldesa del municipio de Santa 

María Quiegolani en el sur de Oaxaca, en el año de 2007 le fue impedido tomar 

posesión del cargo argumentando usos y costumbres del pueblo, debido a lo cual 

fue aprobada una reforma constitucional a la fracción tercera del inciso A del 

artículo segundo, para garantizar el derecho de las mujeres indígenas a votar y ser 

votadas en condiciones de igualdad y ejercer los cargos para los que resultasen 

electos, sin embargo, es menester señalar que no todos los actos de violencia 

política se circunscriben a la realidad existente en nuestros pueblos y comunidades 

indígenas, por lo que la tipificación de la violencia política no debe limitarse 

exclusivamente esos episodios, sino que deben contemplarse y erradicarse en 

cualquier ámbito que se presenten conductas que busquen hacer nugatorios o 

inaccesibles los derechos políticos de las mujeres potosinas. 

 

Incluir la violencia política de género en nuestra legislación, será un gran avance en 

la lucha contra la discriminación y a favor del desarrollo político de la entidad. Un 

paso decisivo en el camino a la igualdad en la política entre mujeres y hombres en 



nuestro estado y una acción afirmativa que será útil para asegurar el ejercicio de 

los derechos humanos y políticos de las mujeres. 

 

Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este honorable 

pleno, el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se adiciona nueva fracción X, por lo que la actual X pasa a ser XI del artículo 

3° Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis 

Potosí, para quedar como sigue: 
 

LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA DEL ESTADO DE 

SAN LUIS POTOSI 

TITULO PRIMERO 

CAPITULO UNICO DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTICULO 3º. Para efecto de la aplicación de los programas y acciones del Estado y los 

municipios, que deriven del cumplimiento de la presente Ley y del Programa Estatal, así 

como para la interpretación de este Ordenamiento, se entiende que los tipos de 

violencia que se presentan contra las mujeres son: 

 

I. Χ ; 

II. Χ ; 

III. ... ; 

Χ 

X. Violencia política: cualquier acción u omisión cometida por una o varias 
personas o servidores públicos por si o a través de terceros, que causen 
daño físico, psicológico, económico o sexual en contra de una o varias 
mujeres y/o de su familia, para acotar, restringir, suspender o impedir el 
ejercicio de sus derechos ciudadanos y político-electorales o inducirla a 
tomar decisiones en contra de su voluntad. Puede expresarse en: 

a. La imposición por estereotipos de género y la realización de 
actividades y tareas ajenas a las funciones y atribuciones de su cargo; 

b. La asignación de responsabilidades que tengan como resultado la 
limitación del ejercicio de la función político-pública; 

c. Proporcionar a las mujeres candidatas o autoridades electas o 
designadas información falsa, errada o imprecisa que ocasione una 
competencia desigual o induzca al inadecuado ejercicio de sus 
funciones político-públicas; 

d. Evitar por cualquier medio que las mujeres electas, titulares o 
suplentes, o designadas a una función pública, asistan a la toma de 
protesta de su encargo, así como a las sesiones ordinarias o 



extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones, impidiendo o suprimiendo el derecho a voz y voto en 
igualdad de condición que los hombres; 

e. Proporcionar al instituto electoral datos falsos o información 
incompleta de la identidad o sexo de la persona candidata; 

f. Divulgar o revelar información personal y privada de las mujeres 
candidatas, electas, designadas o en ejercicio de sus funciones 
político-públicas, con el objetivo de menoscabar su dignidad como 
seres humanos y utilizar la misma para obtener contra su voluntad la 
renuncia y/o licencia al cargo que ejercen y postulan; y 

XI. Cualquier otra forma análoga que lesione o sea susceptible de dañar la 
dignidad, integridad o libertad de las mujeres. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente 

decreto. 

 

A T E N T A M E N T E 

   

DIP. JOSEFINA SALAZAR BÁEZ 



CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS 
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
PRESENTES. 
  
JORGE LUIS DÍAZ SALINAS, Diputado de esta Soberanía a la LXI Legislatura, integrante 

del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio del derecho que me 

reconocen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San 

Luis Potosí; y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; asimismo, en cumplimiento de 

los artículos, 131 fracción II de éste último ordenamiento; 61, 62, 64 y 65 del Reglamento 

para el Gobierno Interior de este Poder, someto respetuosamente a la consideración del 

Pleno la siguiente Iniciativa, con proyecto de decreto, que expide la nueva Ley de 

Energías Renovables para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, a fin de 

economizar los costos de los gobiernos, estatal y municipales, en gasto de energías y, para 

prevenir los efectos del cambio climático, al tenor de la siguiente 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Los bienes y servicios que se generan para satisfacer las necesidades en una comunidad 

deben reflejarse en términos económicos, pero los costos sociales y ambientales que se 

producen con motivo de la generación de tales bienes y servicios, tienen que fincarse en 

patrones de producción y consumo sanos. En estos términos concibe Acción Nacional una 

política de desarrollo sustentable. 

Con base en este concepto es que proponemos promover la inversión y el uso de 

tecnologías limpias que eviten, o por lo menos minimicen, impactos ambientales causados 

por el crecimiento económico y ante la necesidad de acometer la transición energética. 

El cambio climático es un hecho que ha golpeado al Estado en repetidas ocasiones en la 

última década. Prueba de ello son las sequías atípicas en el territorio, que pusieron en riesgo 

las comunidades más vulnerables, esto es sólo el inicio de una serie de calamidades que 

asolarán el territorio en los años por venir. Que hayamos tenido nevadas en varios 

municipios y agua nieve en la capital, en pleno mes de marzo, este año, es un indicador de 

que mucho tenemos que hacer para dejar de contaminar, generar gases de efecto 

invernadero, y otras prácticas para prevenir el cambio climático, al cual todos, en mayor o 

menor medida contribuimos. Por eso es momento de hacer algo para frenar y revertir esta 

realidad.  

Al respecto, el 25 de diciembre de 2015, entró en vigor la Ley de Transición Energética; 

ordenamiento de orden público, de observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 

reglamentaria de los Párrafos 6o. y 8o. del Artículo 25o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como del Artículo 17o. transitorio del Decreto por el que se 

reforman, y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en Materia de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

20 de diciembre de 2013. 



Es menester referir que la Ley de Transición Energética tiene diversas implicaciones que se 

constituyen como retos y áreas de oportunidad para el Estado y Municipios de San Luis 

Potosí.  

De acuerdo con el art²culo 15 de la Ley de Transici·n Energ®tica, ñEn materia de Generación 

Distribuida, se establecen las metas país de tener una capacidad instalada de generación 

distribuida de electricidad mediante energía solar fotovoltaica de 6 Giga Watts para 2024 y de 

tener la meta aspiracional para que al menos 400,000 viviendas y establecimientos de 

pequeña y mediana empresa estén equipados con paneles de generación de electricidad 

mediante energía solar fotovoltaica en la misma fecha. También se podrán incluir en esta 

meta otras fuentes de energía limpia que serán definidas en los reglamentos o normas que 

se emitan para el cumplimiento de esta meta". A estos fines, deberán contribuir el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí ¿Cuántos hogares y negocios queremos que estén equipados 

con paneles solares en nuestros municipios? 

Otra de las nuevas metas propuestas tiene que ver con dar pasos firmes hacia la eficiencia 

energética. Pocas cosas pueden ser tan costo efectivas como el incremento en la eficiencia 

en todos los usos que le damos a la electricidad. Los ahorros para los hogares y para las 

empresas superan con creces las inversiones que pudieran hacer los ciudadanos y los 

negocios en aparatos ahorradores. Esta meta busca incrementar la eficiencia energética en 

la producción y uso de electricidad en un 20 por ciento para el año 2030. A este fin también 

deberán contribuir, también, el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Adicionalmente, es conveniente recordar que dentro de poco, San Luis Potosí aparecerá en 

el Atlas Nacional para el Desarrollo de Energías Limpias y sería penoso ubicarnos en los 

últimos lugares por no contar con la normatividad, las instituciones y los especialistas 

idóneos. 

Asimismo, para 2024, la electricidad que se consuma en el país no deberá tener un 

componente mayor al 65 por ciento generado a partir de combustibles fósiles. Esta es otra 

meta a la que, por Ley, debe contribuir San Luis Potosí. 

Ante semejantes retos, en la Sección Amarilla del directorio telefónico solo hay dos empresas 

en San Luis Potosí que se dedican a las energías renovables. Lo grave no es eso, lo más 

grave es que en el Proyecto de Plan Estatal de Desarrollo no se establecen con claridad las 

políticas, líneas de acción, objetivos y estrategias para acometer estos retos y tampoco los 

organigramas de gobierno contienen áreas especializadas en la materia. Pero, en otro orden 

de ideas, es encomiable, por ejemplo, que la Universidad Autónoma de San Luis Potosí 

integre al Programa de Posgrado en Ciencias Ambientales, en el que se imparten el 

Doctorado en Ciencias Ambientales, la Maestría en Ambiente y Recursos Naturales y, la 

Maestría en Ciencias Ambientales. 

No hay razón para no aprovechar el potencial de las energías renovables. Hay regiones del 

mundo que pasan buena parte del año bajo nubes y sin embargo tienen una capacidad 

instalada enorme para satisfacer su demanda energética a través de energías renovables. Es 



el caso de Alemania, que tiene una latitud similar a la de Alaska, con pocos días sol al año, y 

tiene una capacidad instalada de 1.42 Tera Watts hora por persona. Para darnos una idea, 

consideremos que en México solamente contamos con la bajísima cantidad de 0.09 Tera 

Watts hora por persona, casi 16 veces menos que en Alemania. Es incomprensible cómo no 

hemos aprovechado las enormes extensiones del altiplano potosino, con más de 285 días sol 

al año para iluminar, con dispositivos fotovoltáicos, miles de pequeñas comunidades en 

precarias condiciones de vida. Lo mismo aplica con el enorme potencial eólico de la región.  

No existen razones de peso para explicar el desperdicio de la energía solar cuando se tiene 

disponible en cantidades colosales en el Estado. Algunos podrán decir que los costos de las 

instalaciones solares son muy altos comparados con las fuentes fósiles. Esta aseveración es 

falsa e imprecisa porque intencionalmente no se han tomado en cuenta una serie de factores 

que influyen en una comparación justa de costos presentes y futuros. Con esta iniciativa, se 

pretende cambiar esta realidad. 

Las experiencias en Alemania, Italia, Japón, California, China y otros sitios en el mundo 

demuestran que existe una manera inteligente para aprovechar la energía solar, manera que 

en San Luis Potosí ha sido desestimada de forma inexplicable. 

En función de ello esta iniciativa se dirige también a Apoyar el objetivo de la Ley General de 

Cambio Climático, en relación con las metas de reducción de emisiones de los gases y 

compuestos de efecto invernadero, con el fin de que la industria eléctrica tenga una menor 

huella de carbono. 

En otro orden de ideas, el artículo 25 de la Ley de Transición Energética establece la 

atribución de la Secretaría de Energía, del Gobierno Federal, de suscribir convenios y 

acuerdos de coordinación con los gobiernos del Distrito Federal o de los Estados con la 

participación en su caso de los municipios, con el objeto de que, en el ámbito de sus 

respectivas competencias: 

Establezcan bases de participación para instrumentar las disposiciones que emita el 

Ejecutivo Federal de conformidad con la Ley de Transición Energética. 

Promuevan acciones de apoyo al desarrollo industrial y cadenas de valor en la Industria 

Eléctrica de las energías 

Garantizar condiciones, en el ámbito de su competencia, para facilitar el acceso a aquellas 

zonas con alto potencial de fuentes de energías limpias para su aprovechamiento y 

promuevan la compatibilidad de los usos de suelo para tales fines. 

Coordinar, con las áreas correspondientes, una regulación de tenencia de la tierra, uso del 

suelo y de construcciones, que tomen en cuenta los intereses de las y los propietarios o 

poseedores de terrenos para el desarrollo de proyectos de generación de electricidad con 

energías limpias. 

 



Y también, simplificar los procedimientos administrativos para la obtención de permisos y 

licencias para los proyectos de aprovechamiento de energías limpias. 

El grado de simplificación de dichos procedimientos y el impulso al desarrollo de energías 

limpias será monitoreado y calificado por la Secretaría de Energía del Gobierno Federal 

quien publicará anualmente un índice elaborado para tal fin. 

Los estados que obtengan los puntajes más altos conforme al índice mencionado, tendrán 

incentivos presupuestales derivados de los programas de participación federal mismos que 

serán determinados en común acuerdo entre la Secretaría de energía, la Secretaría de 

Desarrollo Social y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. A nosotros, legisladoras y 

legisladores de este Congreso, nos toca decidir si queremos esos incentivos presupuestales 

mejorando la vida de las personas y mejorando el medio ambiente en nuestro Estado y 

Municipios. 

La propia Secretaría de Energía identificará las zonas con potencial de aprovechamiento de 

energías renovables, así como las comunidades en que se desarrollen proyectos de energías 

limpias, pudiendo así participar de los beneficios sociales, ambientales y económicos que 

proporcionan dichos proyectos. Yo estoy seguro que aquí hay diputados, de las cuatro 

regiones del Estado, interesados en llevar a las comunidades de sus distritos estos 

beneficios. 

El artículo 55 de la Ley de Transición Energética crea el Fondo para la Transición Energética 

y el Aprovechamiento Sustentable de la Energía con objeto de captar y canalizar recursos 

financieros públicos y privados, nacionales o internacionales, para instrumentar acciones que 

sirvan para catalizar proyectos que diversifiquen y enriquezcan las opciones para el 

cumplimiento de las metas país en materia de energías limpias, generación distribuida y 

eficiencia energética. ¿Cuántos recursos de ese fondo, señoras y señores legisladores, 

queremos que lleguen a nuestro Estado, a nuestros municipios? Es una pregunta que dejo a 

su consideración. 

Y m§s adelante, el art²culo 56 de la ley en cuesti·n establece ñCon el fin de potenciar el 

financiamiento disponible para los propósitos establecidos en el artículo 49 de esta Ley, los 

recursos del Fondo para Transición Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la 

Energía podrán ser de carácter recuperable y no recuperable, incluyendo el otorgamiento de 

garantías de crédito u otro tipo de apoyos financieros para los proyectos que sean 

aprobados, seg¼n se establezca en sus reglas de operaci·nò.  

Y pongamos atención a los siguiente, señores Diputados. El Fondo para la Transición 

Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la Energía, tendrá una base mínima de tres 

mil millones de pesos anuales, que aumentarán año con año.  

Pero ese no es todo el fondeo. Existirá también el Fondo para las Energías Renovables con 

el objeto de captar y canalizar recursos financieros públicos y privados, nacionales o 

internacionales para financiar obras de infraestructura de transmisión que contribuyan al 

cumplimiento de las metas país en materia de energías limpias. Será mayormente de 



carácter revolvente, sin embargo deberá disponer de una proporción de recursos no 

recuperables destinados a la realización de estudios técnicos o similares. De acuerdo con el 

artículo 69 de la Ley de Transición Energética, los recursos asignados al Fondo para las 

Energías Renovables durante el primer período de operación serán de un mínimo de 1300 

millones de pesos. Esta aportación deberá incrementarse en la medida que se incremente la 

demanda de financiamiento por parte de quienes cumplen con el requisito de apoyo del 

Fondo para las Energías Renovables. ¿Cuánto de este fondo deseamos que llegue a nuestro 

Estado, a nuestros municipios? 

El artículo 73 de la ley citada aclara este punto. El Ejecutivo Federal, los gobiernos de las 

entidades federativas, del Distrito Federal y de los Municipios, podrán firmar convenios con 

los participantes de la Industria Eléctrica Nacional con objeto de que, de manera conjunta, se 

lleve a cabo el financiamiento de proyectos de aprovechamiento de las energías limpias 

disponibles en su ámbito de competencia.  

Ante todas estas obligaciones que impone la Ley de Transición Energética, ante todos estos 

retos y áreas de oportunidad, necesitamos contar con el andamiaje jurídico, las instituciones 

y los expertos idóneos. Existen estados que hoy nos llevan ventaja, por haber asumido su 

compromiso con las energías limpias: Baja California, Baja California Sur, Colima, 

Chihuahua, Durango, Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo, Sonora y Tamaulipas ya cuentan con 

todo eso que hoy nos hace falta en San Luis Potosí. 

Es innegable que en este Estado tenemos que empezar a dar pasos en materia de energías 

limpias, de energías renovables. Es necesario que iniciemos proyectos innovadores que, 

independientemente de ser necesarios para reducir costos de producción y consumo, son 

indispensables para un Estado, como el nuestro, que quiere crecer cuidando el entorno que 

legaremos a las generaciones por venir. 

Esta iniciativa, además de ser consonante con la Ley de Transición Energética, incorpora a la 

sustentabilidad energética como un eje fundamental para el tránsito hacia un sistema que 

logre garantizar la seguridad energética. 

Tanto la sustentabilidad como la eficiencia energéticas pueden comprenderse como el uso 

óptimo de la energía, cualquiera que sea su fuente y las acciones encaminadas a reducir la 

cantidad de energía utilizada, asegurando el nivel de calidad. 

La aplicación de esta nueva ley que se propone corresponderá principalmente al Gobernador 

del Estado y a los Ayuntamientos, pero se propone establecer facultades directas para 

dependencias y concretamente secretarías del gobierno estatal, cuyas funciones y 

vinculación con la materia se hace necesario prever para una mejor articulación del objetivo 

de esta propuesta de ley. 

 



En cuanto al cuerpo normativo, se propone precisar el objeto de la ley dándole la adecuada 

caracterización de su impacto de orden público y de observancia general en el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí. 

Se establece su objeto bajo la perspectiva de propiciar la coordinación e instrumentar el 

aprovechamiento de las fuentes renovables de energía así como implementar las bases 

generales para impulsar la sustentabilidad energética con el fin de constituirse como un 

instrumento que aporte competitividad, mejore la calidad de vida de las personas, así como 

también, proteja y preserve el medio ambiente, propiciando el desarrollo sustentable del 

Estado por medio del fomento de la transición energética. 

En el título de disposiciones generales, se enlistan conceptos en consonancia con las leyes 

federales, tales como las fuentes renovables de energía, definiendo de manera genérica a 

cada una de ellas; previendo también la necesidad de instituir e instrumentar un Programa 

Estatal de Energías renovables y Sustentabilidad Energética. 

Con relación a las autoridades, se establece al Gobernador y gobiernos municipales, a las 

Secretarías de la Administración Púbica Estatal relacionadas con la materia y se crea la 

Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí. 

Se norman las atribuciones del Gobernador, destacando la necesidad de establecer en el 

Plan Estatal de Desarrollo las políticas y programas relativos al fomento de fuentes 

renovables de energía y sustentabilidad energética, así como considerar dentro de los 

proyectos, programas y presupuestos, las acciones y recursos necesarios para la aplicación 

de las fuentes renovables de energía. 

Destaca también, en relación con las atribuciones del Ejecutivo estatal, proponer ante este 

Poder Legislativo los incentivos para el desarrollo de proyectos en materia de energías 

renovables, así como establecer estímulos fiscales conforme a la legislación aplicable, 

impulsar e implementar acciones de aprovechamiento de energías renovables y la 

sustentabilidad energética en la Administración Pública estatal. 

Como materia fundamental de la colaboración interinstitucional se establece la facultad del 

Gobernador para promover la participación de los sectores social, económico y académico 

en el desarrollo de proyectos para la sustentabilidad energética y en el fomento al 

aprovechamiento de fuentes renovables de energía así como celebrar los convenios y 

acuerdos necesarios para el cumplimiento del objeto de esta ley. 

Para los gobiernos municipales se establecen atribuciones para establecer programas que 

promuevan la realización de actividades de divulgación, difusión, promoción, y 

concientización acerca de tecnologías y energías alternativas; celebrar los convenios para el 

cumplimiento del objeto de esta ley, así como instrumentar mecanismos de aprovechamiento 

de fuentes renovables de energía y sustentabilidad energética, particularmente en la 

prestación de los servicios públicos municipales así como también dentro de la 

Administración Pública Municipal. 



Se prevé, por su significación particular, la atribución municipal de implementar programas 

dirigidos a la aplicación de fuentes renovables de energía y su uso eficiente en comunidades 

rurales y espacios públicos. 

La presente iniciativa pretende normar facultades de los gobiernos municipales en materia de 

uso de suelo y construcción, consignando atribuciones de facilitación de acceso a aquellos 

territorios con alto potencial de fuentes renovables de energía y promover la compatibilidad 

del uso de suelo para tales fines. Se proporciona además la normativa necesaria para el uso 

de suelo y construcción considerando los intereses de los propietarios o poseedores de 

terrenos para el aprovechamiento de fuentes renovables de energía y simplificar los 

procedimientos administrativos para la obtención de permisos y licencias para los proyectos 

de aprovechamiento de fuentes renovables de energía. 

Se establecen además facultades subsidiarias correspondientes a las Secretarías de 

Desarrollo Económico, de Desarrollo Urbano Vivienda y Obras Públicas, correspondientes 

también a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, en materia de ecotécnicas y de 

ingeniería ambiental aplicada a la vivienda. 

En el título tercero, se crea la Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí, con 

facultades normativas y administrativas dirigidas al aprovechamiento de fuentes energéticas, 

con atribuciones referentes al desarrollo de proyectos y actividades tendientes a la 

generación de energía, mediante fuentes convencionales y renovables. 

Este organismo se crea a efecto de regular acciones en materia de aprovechamiento de 

recursos energéticos en el Estado, para el desarrollo de actividades de generación de 

energía. Un organismo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio con la finalidad de 

allegar elementos que garanticen eficiencia, eficacia, prontitud y objetividad en todas las 

acciones que este ente emprenda. Pensado para que cuente con una estructura ágil, 

moderna y eficiente para coordinar y ejecutar las acciones referidas. 

San Luis Potosí, el Ejecutivo del Estado, requieren de un organismo público descentralizado 

que cuente con facultades de dirección y ejecución, con las cuales pueda actuar, en el 

ámbito de su competencia, en forma rápida, eficaz y eficiente, a fin de impulsar, coordinar y 

ejecutar acciones y proyectos relativos al aprovechamiento de recursos energéticos, estudios 

de factibilidad en materia energética, generación de energía, uso racional y eficiente de la 

energía, así como mecanismos de coordinación entre los tres órdenes de gobierno y la 

sociedad civil, esto, en apego a la normatividad aplicable. 

Señoras y señores legisladores, cuando la prestación de servicios públicos o sociales, la 

explotación de bienes o la obtención de recursos propiedad del Estado, la investigación 

científica y tecnológica o la obtención de recursos para fines de asistencia social o seguridad 

social, que por su naturaleza y fines requieran ser atendidos de manera especial, es preciso 

descentralizar funciones, depositándolas en organismos como la Comisión Estatal de 

Energía que esta iniciativa de nueva Ley propone. 

 



La finalidad de crear la Comisión Estatal de Energía es que nuestro Estado cuente con un 

órgano dotado de capacidad organizacional y humana, que impulse, coordine y ejecute 

acciones relativas al aprovechamiento, generación y uso eficiente de energía en el Estado, 

con el apoyo y coordinación de los tres órdenes de gobierno. 

En el título cuarto se regula que los gobiernos municipales establecerán una unidad 

encargada de fomentar el aprovechamiento de las fuentes renovables de energía y la 

sustentabilidad energética, mismos que podrán contar con comités de asesoría y consulta y 

podrán integrarse con representantes de la administración pública municipal, estatal y 

federal, así como organizaciones e instituciones del sector público, académico, social y 

económico relacionados con la materia normada por esta ley. 

Para el aprovechamiento de las fuentes renovables de energía, se dispone que, tanto el 

Estado como los municipios, fomentarán la instalación y operación de empresas que utilicen 

fuentes renovables de energía, precisando que ambos podrán construir empresas con 

participación de particulares bajo las modalidades previstas por la legislación aplicable. 

En la construcción de fraccionamientos y desarrollos en condominio, las autoridades 

estatales y municipales en la materia promoverán la realización de proyectos que contemplen 

la aplicación de fuentes renovables de energía o el uso sustentable de la misma, en los 

términos de las normas conducentes. 

En el proceso de entrega recepción de las obras de urbanización y equipamiento urbano de 

los fraccionamientos y desarrollos en condominio se deberá contemplar la verificación del 

funcionamiento de las tecnologías relacionadas con las fuentes renovables de energía y la 

sustentabilidad energética. 

La ley establece en su título séptimo las normas correspondientes al Programa Estatal de 

Energías Renovables y Sustentabilidad Energética. 

El Programa establecerá los objetivos, metas, estrategias y acciones para la difusión, 

promoción, fomento, investigación y evaluación del aprovechamiento de las fuentes 

renovables de energía y la eficiencia energética en la entidad, con la participación del 

Estado, los municipios y los sectores público, social y privado, con el fin de garantizar el 

cumplimiento de la Ley. 

Para el Partido Acción Nacional el uso de energías alternativas se fundamenta en nuestros 

principios de doctrina, en los cuales se establece que ñEl desarrollo debe ser sustentable, lo 

que implica que los intereses de las generaciones futuras reciban la misma atención que los 

de la presente, y entendiendo el aspecto ambiental que el desarrollo sustentable reconoce al 

crecimiento económico debe darse dentro de los límites naturales de regeneración de los 

ecosistemas, evitando la sobreexplotación de los mismosò. 

Con esta iniciativa el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional reafirma en este 

sentido la necesidad de darle a San Luis Potosí un marco jurídico especial en cuanto a 



energías renovables, mismo que se plantea consistentemente con la política nacional en esta 

materia y de acuerdo a las disposiciones de la Ley de Transición Energética. 

Por lo anteriormente expuesto y debidamente fundado someto a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, el siguiente proyecto de 

 

DECRETO 

 

ARTÍCULO ÚNICO. Se emite la nueva Ley de Energías Renovables para el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí, para quedar como sigue:  

 

LEY DE ENERGÍAS RENOVABLES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTÍCULO 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí.  

 

Tiene por objeto promover la coordinación, implementar y fomentar el uso y aprovechamiento 

de las fuentes renovables de energía existentes en el Estado, así como impulsar la 

sustentabilidad energética estatal con el fin de constituirse como un instrumento que impulse 

la competitividad económica, mejore la calidad de vida de los habitantes del Estado, 

preservando y protegiendo el ambiente, promoviendo el desarrollo sustentable del territorio 

mediante el fomento a la transición energética. 

 

ARTÍCULO 2. Para efectos de la presente Ley se entenderá por: 

 

I. Comisión. La Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí; 

 

II. Director: al Director General de la Comisión; 

 

III. Fuentes Renovables de Energía. Aquellas reguladas por la Ley de Transición Energética, 

en términos del artículo 5o; 

 

IV. Junta: A la Junta Directiva de la Comisión; 

 

V. Presidente: al Presidente de la Junta; 

 

V. Programa. El Programa Estatal de Energías Renovables y Sustentabilidad Energética; 

 

VI. Secretaría: La Secretaría de Desarrollo Urbano, Vivienda y Obras Públicas, y 

 



VII. Sustentabilidad energética. Uso óptimo de la energía en todos los procesos y actividades 

para su explotación, producción, transformación, distribución y consumo, incluyendo la 

eficiencia energética. 

 

ARTÍCULO 3. El aprovechamiento de las fuentes renovables de energía, así como el uso 

sustentable de la energía, son actividades que fomentarán el Estado y los municipios, 

observando las disposiciones que el Ejecutivo Federal emita en la materia. 

 

Con el objeto de establecer las bases de participación, el Gobierno del Estado y los 

Ayuntamientos, podrán suscribir convenios y acuerdos de coordinación con el Ejecutivo 

Federal en los términos de la legislación aplicable. 

 

TÍTULO II 

DE LAS AUTORIDADES 

 

ARTÍCULO 4. Son autoridades competentes para aplicar la presente Ley: 

 

I. El Gobernador del Estado; 

 

II. Los Gobiernos Municipales; 

 

III. Las Secretarías y dependencias del Estado previstas por ésta Ley, en el ámbito de las 

competencias establecidas, y 

 

IV. La Comisión. 

 

ARTÍCULO 5. Corresponde al Gobernador del Estado: 

 

I. Establecer en el Plan Estatal de Desarrollo y en los instrumentos normativos que de éste 

emanen, las políticas y programas relativos al fomento de fuentes renovables de energía y 

sustentabilidad energética, de conformidad con lo previsto en esta Ley y demás normatividad 

aplicable;  

 

II. Considerar dentro de los proyectos, programas y presupuestos, las acciones y los 

recursos necesarios para la aplicación de las fuentes renovables de energía; 

 

III. Aprobar el Programa;  

 

IV. Proponer al Congreso del Estado los incentivos para el desarrollo de proyectos en 

materia de energía renovable y eficiencia energética que sean ejecutados por las autoridades 

estatales facultadas para ello; 

 



V. Establecer los estímulos fiscales de conformidad con la legislación aplicable;  

 

VI. Impulsar e instrumentar acciones de aprovechamiento de energías renovables y la 

sustentabilidad energética en la Administración Pública Estatal;  

 

VII. Promover la participación de los sectores académico, social y económico en el desarrollo 

de proyectos para la sustentabilidad energética y en el fomento al aprovechamiento de 

fuentes renovables de energía; 

 

VIII. Celebrar los convenios y acuerdos necesarios para el cumplimiento del objeto de la 

presente Ley, y 

 

IX. Las demás que le señalen las disposiciones legales aplicables. 

 

ARTÍCULO 6. Compete a los Gobiernos Municipales: 

 

I. Establecer programas que promuevan la realización de actividades que tengan por objeto 

el fomento de las fuentes renovables de energía, así como la sustentabilidad energética, de 

acuerdo con los planes de desarrollo municipales; 

 

II. Fomentar la realización de actividades de divulgación, difusión, promoción y 

concientización de las tecnologías en las fuentes de energías renovables; 

 

III. Celebrar los convenios para el cumplimiento del objeto de la presente Ley; 

 

IV. Implementar mecanismos que promuevan el aprovechamiento de fuentes de energías 

renovables y sustentabilidad energética, particularmente en la prestación de los servicios 

públicos municipales así como también dentro de la Administración Pública Municipal; 

 

V. Instrumentar programas encaminados al aprovechamiento de fuentes de energía 

renovables de energía y su uso eficiente en comunidades rurales y espacios públicos, y 

 

VI. Las demás que le otorgue la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

 

ARTÍCULO 7. Los Gobiernos Municipales, en materia de uso del suelo y construcción: 

 

I. Promoverán las zonas con alto potencial de fuentes de energía renovables ubicados en su 

jurisdicción territorial, y promover la compatibilidad del uso de suelo para tales fines;  

 

II. Instrumentarán la regulación del uso de suelo y construcción considerando los intereses 

de propietarios o poseedores de terrenos para el aprovechamiento de fuentes de energía 

renovables; 



III. Obtendrán de la Comisión el dictamen técnico de congruencia respecto de los proyectos 

de generación de energía mediante el aprovechamiento de fuentes de energía renovables; 

 

IV. Simplificarán los procedimientos administrativos para la obtención de permisos y licencias 

necesarios, para el desarrollo de los proyectos de aprovechamiento de fuentes de energía 

renovables, y 

 

V. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de esta Ley. 

 

ARTÍCULO 8. Los Gobiernos Municipales deberán solicitar a la Comisión el dictamen técnico 

de congruencia correspondiente, previamente a la expedición de permisos, licencias o 

autorizaciones relativas a la construcción, edificación, ocupación u operación de centrales de 

generación de energía mediante el aprovechamiento de fuentes de energía renovables. 

 

ARTÍCULO 9. Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Económico del Estado, realizar las 

siguientes acciones: 

 

I. Elaborar programas de impulso al desarrollo de los sectores productivos, relacionados con 

la sustentabilidad energética y la aplicación de fuentes de energía renovables; 

 

II. Fomentar proyectos encaminados a la aplicación y aprovechamiento de las fuentes de 

energía renovables, en los sectores productivos; impulsando prioritariamente la estrategia 

para implementar técnicas de ecoeficiencia de la planta industrial; 

 

III. Elaborar un catálogo con las principales empresas relacionadas con el mercado de las 

fuentes de energía renovables y la sustentabilidad energética, con el propósito de promover 

la oferta de productos y servicios en esta materia, y 

 

IV. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento del objeto de la presente Ley. 

 

ARTÍCULO 10. Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Urbano Vivienda y Obras 

Públicas, llevar a cabo las siguientes acciones:  

 

I. Elaborar programas e instrumentar acciones que tengan por objeto promover la transición 

energética hacia fuentes de energía renovables dentro de en las comunidades y municipios 

en del Estado; 

 

II. Promover la aplicación de fuentes de energía renovables en la prestación de servicios 

públicos competencia de las dependencias o entidades derivadas del sector a su cargo; 

 

III. Instrumentar programas encaminados a la aplicación de fuentes de energía renovables y 

su uso eficiente en comunidades rurales y espacios públicos; 



IV. Promover el aprovechamiento de la energía solar, en calentadores de agua para vivienda 

y, en la generación de energía eléctrica, ambas provenientes de fuentes de energía 

renovables; 

 

V. Podrá considerar en el diseño arquitectónico, las condiciones de radiación solar en todas 

sus variantes, iluminación y ventilación natural del entorno, ganancia térmica, protección 

solar y del viento, y 

 

VI. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento del objeto de la presente Ley. 

 

ARTÍCULO 11. Corresponde a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, llevar a cabo 

las siguientes acciones: 

 

I. Expedir las disposiciones administrativas y legales necesarias para medir y mitigar 

emisiones contaminantes y sus efectos nocivos en el ambiente, mediante la utilización de 

fuentes de energía renovables y la sustentabilidad energética; 

 

II. Diseñar programas para el aprovechamiento y utilización de las fuentes renovables de 

energía para disminuir el nivel de contaminación en los centros de población;  

 

III. Cuantificar la mitigación de Gases de Efecto Invernadero en el Estado mediante la 

aplicación de las metodologías emitidas por la Convención Marco de las Naciones Unidas 

Sobre el Cambio Climático; 

 

IV. Impulsar y vigilar el cumplimiento de la estrategia para implementar técnicas de 

ecoeficiencia de la planta industrial, para la reducción en la emisión de gases, vapores, 

polvos y toda sustancia que genere contaminantes, y 

 

V. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento del objeto de la presente Ley. 

 

TÍTULO III 

COMISIÓN ESTATAL DE ENERGÍA DE SAN LUIS POTOSÍ 

 

ARTÍCULO 12. Se crea la Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí, como organismo 

público descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y 

patrimonio propio. 

La Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí gozará de autonomía de gestión para el 

cabal cumplimiento de su objeto y de las atribuciones señaladas en el presente instrumento 

de creación. 

ARTÍCULO 13. La Comisión Estatal de Energía de San Luis Potosí, tendrá por objeto 

coordinar, ejecutar y promover las acciones en materia de aprovechamiento y uso racional de 

recursos energéticos en el Estado, para el desarrollo eficiente y eficaz de las actividades de 



generación de energía, mediante fuentes convencionales y renovables, así como impulsar 

actividades para promover el ahorro y eficiencia energética en la entidad, en estricto apego a 

la normatividad aplicable, debiendo para este efecto establecer y promover mecanismos de 

coordinación y apoyo con las instancias federales competentes en materia energética. 

 

ARTÍCULO 14. Para el cumplimiento de su objeto, la Comisión tendrá las siguientes 

atribuciones: 

 

I. Coordinar, en el ámbito de su competencia, el desarrollo del sector energético en el Estado 

de conformidad con los lineamientos del Plan Estatal de Desarrollo y en apego a esta Ley y 

las normas aplicables; 

 

II. Fungir como órgano normativo y técnico de asesoría, consulta y enlace, en materia de 

energía, por lo que emitirá los dictámenes técnicos de congruencia correspondientes; 

 

III. Diseñar, implementar, actualizar y ejecutar el Programa Estatal de Energía; 

 

IV. Desarrollar, impulsar, promover y ejecutar, con el apoyo de las instancias federales 

competentes en materia energética, alternativas, estrategias, políticas, proyectos y acciones 

para el aprovechamiento de los recursos convencionales y renovables existentes en el 

Estado, para la generación de energía eléctrica en las modalidades previstas en la 

normatividad aplicable; 

 

V. Generar energía eléctrica mediante el uso de fuentes convencionales y renovables, en las 

modalidades previstas en la normatividad aplicable, y previo otorgamiento de permisos por 

parte de las autoridades federales competentes; 

 

VI. Generar y destinar la energía eléctrica bajo la modalidad de autoabastecimiento al 

consumo de las dependencias y entidades de la administración pública estatal y municipal, y 

particulares en estricta observancia de las leyes en la materia; 

 

VII. Fomentar la aplicación de nuevas tecnologías para la utilización de fuentes de energía 

renovables y de eficiencia energética así como proponer el aprovechamiento, el ahorro y 

eficiencia energética, así como la aplicación de energías renovables y la sustentabilidad 

energética en las actividades que desarrollen las dependencias y entidades de la 

administración pública estatal; 

 

VIII. Revisar la política energética del Estado, con el propósito de equilibrar a ésta con los 

intereses y necesidades de la sociedad así como elaborar anualmente el Balance de Energía 

del Estado, como instrumento básico de diagnóstico de la situación energética de la entidad; 

 



IX. Elaborar y someter a la aprobación del Gobernador del Estado el Programa Estatal de 

Energías Renovables y Sustentabilidad Energética; 

 

X. Coordinar el intercambio de energía eléctrica proveniente de fuentes de energía 

renovables con la Comisión Federal de Electricidad, en apego a la normatividad aplicable; 

 

XI. Solicitar y obtener ante las autoridades correspondientes, los estudios, opiniones, 

dictámenes, concesiones, asignaciones, autorizaciones, permisos y cualquier otro que se 

requiera para el cumplimiento de su objeto y atribuciones; 

 

XII. Realizar y en su caso, contratar estudios de factibilidad financiera, técnica, legal y 

ambiental en materia energética, en apego a la normatividad aplicable; 

 

XIII. Diseñar, promover y ejecutar, con el apoyo de las instancias federales competentes en 

materia energética, alternativas, estrategias, políticas, lineamientos, proyectos y acciones de 

ahorro de energía y eficiencia energética abarcando todos los sectores consumidores de 

energía, para consolidar una cultura en el uso racional de los recursos; 

 

XIV. Gestionar la obtención de recursos públicos o privados para el desarrollo de proyectos 

en materia de energía; 

 

XV. Celebrar convenios y acuerdos con las dependencias y entidades federales, estatales o 

municipales, así como personas físicas o morales del sector social o privado, a fin de llevar a 

cabo acciones relacionadas con su objeto y atribuciones; 

 

XVI. Establecer y diseñar, en coordinación con las autoridades competentes y con 

organismos no gubernamentales, las medidas de política energética que disminuyan la 

contaminación ambiental provocada por el consumo de energía; 

 

XVII. Concientizar y promover en la población sobre las consecuencias que genera el uso 

indiscriminado de la energía y el daño que produce a los recursos naturales renovables, no 

renovables y al medio ambiente; 

 

XVIII. Propiciar la participación de los diversos sectores de la sociedad en la ejecución de 

proyectos y acciones en materia energética; 

 

XIX. Recabar cualquier tipo de información y documentación necesarias para el desempeño 

de sus atribuciones; 

 

XX. Coordinar el desarrollo de sus actividades con entidades públicas y privadas, para la 

implementación de campañas de asistencia técnica, capacitación, promoción, difusión, 

concientización y demás que se requiera para el cumplimiento de su objeto y atribuciones; 



 

XXI. Diseñar y gestionar mecanismos de financiamiento que faciliten la ejecución de 

proyectos viables, técnica, ambiental, económica y jurídicamente en materia de energía, en 

apego a la normatividad aplicable; 

 

XXII. Desarrollar e implementar sistemas de información geográfica y hacerse cargo de la 

planeación integrada de los recursos energéticos del Estado, en coordinación con la 

autoridad correspondiente, allegándose de las herramientas que le permitan identificar y 

analizar las mejoras alternativas; 

 

XXIII. Gestionar y en su caso coadyuvar con las autoridades federales competentes, en la 

implementación de acciones ante situaciones de contingencia y riesgo, en materia 

energética; 

 

XXIV. Promover la capacitación de los interesados en materia energética y difundir la 

información relevante del sector a los interesados; 

 

XXV. Promover la participación de los Ayuntamientos de los Municipios del Estado, en el 

desarrollo de proyectos y acciones en materia energética, así como vigilar su adecuado 

cumplimiento; 

 

XXVI. Apoyar la consolidación y desarrollo técnico a las empresas en el uso de la energía; 

 

XXVII. Formular, establecer, aplicar y evaluar políticas, lineamientos y criterios de carácter 

técnico, en materia energética, así como vigilar su adecuado cumplimiento; 

 

XXVIII. Asistir técnicamente a los sectores social y privado que lo soliciten, llevando a cabo 

inspecciones, revisiones, diagnósticos y evaluaciones de carácter energético que se 

requieran, con el propósito de propiciar un aprovechamiento racional de energía y los 

recursos energéticos locales; 

 

XXIX. Extender a los Ayuntamientos los dictámenes técnicos de congruencia 

correspondientes al desarrollo de proyectos de generación de energía en el Estado; 

 

XXX. Inspeccionar, vigilar y regular el establecimiento de proyectos de generación de energía 

que aprovechen fuentes de energía renovables en el Estado; 

 

XXXI. Ejercer la vigilancia e inspección de centrales de generación de energía establecidas 

en el Estado, cuya actividad no sea considerada servicio público, y 

 

XXXII. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto, las que le confiere 

este ordenamiento, así como las que le concedan otras Leyes, y disposiciones aplicables. 



ARTÍCULO 15. La Comisión formará parte integrante del sector que le corresponde 

coordinar a la Secretaría. 

 

ARTÍCULO 16. La Comisión tendrá su domicilio legal en el Municipio de San Luis Potosí, 

pudiendo establecer oficinas o delegaciones, en los municipios del Estado, si por la 

naturaleza del servicio así se requiere, previa aprobación de la Junta. 

 

ARTÍCULO 17. El patrimonio de la Comisión, se integrará por los siguientes conceptos: 

 

I. Los activos, recursos financieros y los bienes muebles e inmuebles que adquiera 

directamente o que le sean transferidos por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal; 

 

II. Los ingresos que obtenga por las actividades que desarrolla en cumplimiento de su objeto; 

 

III. Las transferencias, subsidios, donaciones, aportaciones, herencias y legados que reciba 

del sector público y privado; 

 

IV. Los rendimientos que obtenga por la inversión de sus recursos y el desarrollo de sus 

actividades, así como los productos que perciba de su patrimonio, y 

 

V. Los demás que perciba por cualquier otro título legal. 

 

ARTÍCULO 18. La Junta será el órgano de gobierno de la Comisión y, se integrará de la 

siguiente forma:  

 

I. Un Presidente, que será el titular de la Secretaría; 

 

II. El titular de la Secretaría General de Gobierno; 

 

III. El titular de la Secretaría de Desarrollo Social y Regional; 

 

IV. El titular de la Secretaría de Desarrollo Económico; 

 

V. El titular de la Secretaría de Finanzas; 

 

VI. El titular de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado; 

 

VII. El titular de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, y 

 

VIII El Secretario Técnico de Gabinete. 

 



Los miembros de la Junta tendrán voz y voto en el desarrollo de las sesiones, y deberán 

designar por escrito a los suplentes que los representen en caso de ausencias temporales. 

 

En el desarrollo de las sesiones participará un secretario técnico que será el Director, quien 

dará seguimiento a los acuerdos y acciones tomados por la Junta y, asimismo, un auditor 

propietario y un suplente designados por el Contralor General del Estado. El secretario 

técnico y el auditor propietario y suplente, tendrán derecho al uso de la voz pero no al voto, y 

no serán considerados como integrantes de la Junta para efectos del quórum. El Secretario 

Técnico podrá designar por escrito a quien los supla en caso de ausencias temporales. 

 

Los miembros de la Junta, el secretario técnico y el auditor propietario, así como su suplente, 

no recibirán retribución, emolumento o compensación alguna por el cargo desempeñado en 

la Junta. 

 

ARTÍCULO 19. La Junta celebrará sesiones ordinarias cada trimestre y extraordinarias 

cuando haya asuntos que por su importancia lo ameriten. 

 

ARTÍCULO 20. Las sesiones ordinarias y extraordinarias deberán ser convocadas por el 

Presidente o por el Secretario Técnico, previa instrucción del Presidente. Las convocatorias 

deberán contener el lugar, fecha y hora en que se habrá de celebrar la sesión, así como el 

orden del día que se desahogará en la respectiva sesión. 

 

ARTÍCULO 21. El quórum necesario para que las juntas sean válidas, será con la asistencia 

de la mayoría de sus integrantes, requiriéndose en todo caso, la presencia del Presidente o 

su suplente. 

 

En caso de no existir quórum legal para llevar a cabo la sesión ordinaria o extraordinaria, 

podrá realizarse una segunda convocatoria, la cual se declarará válida con los miembros que 

asistan a ella. 

 

ARTÍCULO 22. Los acuerdos se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes, 

teniendo el Presidente voto de calidad en caso de empate. 

 

ARTÍCULO 23. Previo acuerdo de la Junta y por invitación por escrito del Presidente, podrán 

participar en el desarrollo de las sesiones que celebre la Junta, representantes de 

dependencias y entidades de la administración pública federal, estatal y municipal, así como 

representantes de grupos u organismos de los sectores social y privado y/o particulares, 

cuando se determine que su participación puede contribuir a la eficiente operación y 

desarrollo de la Comisión, los cuales tendrán derecho al uso de la voz, pero no al voto. 

 



ARTÍCULO 24. La comisión contará con el personal necesario para el cumplimiento de su 

objeto, conforme al presupuesto aprobado y ejercerá sus atribuciones conforme a su 

reglamento y demás disposiciones legales aplicables. 

 

ARTÍCULO 25. La Junta tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I. Establecer la congruencia de las acciones de la Comisión con los programas sectoriales, 

las políticas generales y definir las prioridades a las que deberá sujetarse la Comisión, 

relativas a la producción, productividad, comercialización, finanzas, investigación, desarrollo 

tecnológico y administración general; 

 

II. Aprobar el programa operativo anual de la Comisión, así como las modificaciones que 

procedan a los mismos durante el ejercicio fiscal, en términos de la legislación aplicable; 

 

III. Aprobar los proyectos de presupuestos de ingresos y egresos de la Comisión, así como 

las propuestas de modificaciones que procedan a los mismos durante el ejercicio fiscal, en 

términos de la legislación aplicable; 

 

IV. Aprobar las solicitudes de enajenación a título gratuito u oneroso de bienes inmuebles, 

instalaciones, concesiones o derechos, que afecten el patrimonio de la Comisión, en 

términos de la legislación aplicable; 

 

V. Fijar y ajustar los precios de bienes y servicios que produzca o preste la Comisión, con 

excepción de aquellos que determine el Congreso del Estado, en términos de la normatividad 

aplicable; 

 

VI. Aprobar el financiamiento de la Comisión con créditos internos y externos, observando la 

normatividad aplicable; 

 

VII. Aprobar anualmente, previo informe del auditor, los estados financieros de la Comisión, 

autorizando su publicación en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí; 

 

VIII. Aprobar, conforme a las leyes aplicables y sus reglamentos, las políticas, bases y 

programas generales que regulen convenios, contratos, pedidos o acuerdos que deberá 

celebrar la Comisión con terceros en obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y 

prestación de servicios relacionados con bienes muebles; 

 

IX. Aprobar la estructura básica de la organización de la Comisión, así como sus 

modificaciones; 

 

X. Aprobar el Reglamento Interno de la Comisión, así como sus modificaciones; 



XI. Aprobar los manuales de organización, de procedimientos, y de servicios al público, y 

demás normatividad administrativa de la Comisión, así como sus modificaciones; 

 

XII. Aprobar el nombramiento y remoción de los empleados de la Comisión, que ocupen 

cargos de jerarquía inmediata anterior a la del titular hasta el tercer nivel, y aprobar la fijación 

de sueldos y prestaciones, conforme a las asignaciones presupuestales y, en observancia de 

la normatividad aplicable; 

 

XIII. Aprobar los proyectos de normas y políticas que orientarán a la Comisión, de 

conformidad con los criterios generales de la Administración Central, en materia de 

administración y desarrollo de personal, adquisición y conservación de bienes; 

 

XIV. Aprobar los informes trimestrales que indiquen la situación administrativa, programática, 

presupuestal y financiera de la Comisión, que le presente el Director; 

 

XV. Acodar, con sujeción a las disposiciones legales relativas, los donativos o pagos 

extraordinarios que realice y verificar que los mismos se apliquen a los fines señalados en las 

instrucciones de la dependencia coordinadora del sector a la cual se encuentre adscrita la 

Comisión; 

 

XVI. Aprobar, a propuesta del Director General, la constitución de comisiones, comités o 

grupos técnicos, con el objeto de apoyar y coadyuvar en el desarrollo y ejecución de 

acciones tendientes a cumplir con el objeto y atribuciones de la Comisión; 

 

XVII. Aprobar la solicitud para condonar adeudos a cargo de terceros y a favor de la 

Comisión cuando fuere notoria la imposibilidad práctica de su cobro, previa opinión de la 

Secretaría de Finanzas, por conducto de la Secretaría, y 

 

XVIII. Las demás que expresamente le confiera el Gobernador del Estado y aquellas que le 

confieran las disposiciones legales y administrativas aplicables. 

 

ARTÍCULO 26. Al frente de la Comisión habrá un Director que será nombrado y removido 

libremente por el Gobernador del Estado. 

 

ARTÍCULO 27. Para ser Director se deberán cumplir los siguientes requisitos: 

 

I. Ser ciudadano mexicano en plano ejercicio de sus derechos; 

 

II. Acreditar tener residencia mínima de tres años en el Estado, a la fecha de su designación; 

 

III. Poseer título o grado profesional acorde al objeto de la Comisión y experiencia en materia 

administrativa, y 



IV. No haber sido condenado por delito intencional que haya ameritado pena privativa de la 

libertad, u otro que lastime seriamente la buena fama del concepto público; 

 

V. No haber sido condenado por delito intencional que haya ameritado pena privativa de la 

libertad, u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público; 

 

VI. No ser cónyuge o tener parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, o 

civil con cualquiera de los integrantes de la Junta; 

 

VII. No tener litigio pendiente o ser acreedor de la Comisión; 

 

VIII. No haber sido sentenciado por delitos contra el patrimonio; 

 

IX. No haber sido inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio 

público, y 

 

X. No ser funcionario o servidor público del Poder Legislativo o el Poder Judicial del Estado 

de San Luis Potosí. 

 

ARTÍCULO 28. El Director tendrá las siguientes facultades y atribuciones: 

 

I. Administrar legalmente a la Comisión; 

 

II. Presentar a la Junta para su aprobación, el programa operativo anual de la comisión, así 

como sus modificaciones; 

 

III. Presentar a la Junta para su aprobación, los proyectos de presupuestos de ingresos y 

egresos de la Comisión, así como sus modificaciones; 

 

IV. Establecer los métodos que permitan el óptimo aprovechamiento de los bienes muebles e 

inmuebles de la Comisión; 

 

V. Tomar las medidas pertinentes a fin de que las funciones de la Comisión se realicen de 

manera articulada, congruente y eficaz; 

 

VI. Establecer los procedimientos para controlar la calidad de los suministros y programas de 

recepción que aseguren la continuidad en la producción distribución o prestación de los 

servicios de la Comisión; 

 

VII. Presentar anualmente a consideración de la Junta, los estados financieros de la 

Comisión; 

 



VIII. Nombrar y/o remover, previa autorización de la Junta, a los empleados de la Comisión 

que ocupen cargos de jerarquía inmediata inferior a la del titular hasta el tercer nivel, 

incluyendo la fijación de sueldos y prestaciones, conforme a las asignaciones 

presupuestales; quedando facultado para seleccionar y contratar al resto del personal con 

base al presupuesto autorizado y a la disponibilidad de plazas, fijando los sueldos y demás 

prestaciones que correspondan y, en su caso, remover y dar por concluida la relación laboral 

del resto del personal en comento, e apego a la normatividad aplicable; 

 

IX. Recabar información y elementos estadísticos que reflejen el estado de las funciones de 

la Comisión para mejorar su gestión; 

 

X. Establecer los sistemas de control necesarios para alcanzar las metas u objetivos 

propuestos; 

 

XI. Presentar a la Junta para su aprobación, los informes trimestrales que indiquen la 

situación administrativa, programática, presupuestal y financiera de la Comisión, así como 

informes que le sean requeridos por la misma; 

 

XII. Establecer los mecanismos de evaluación que destaquen la eficiencia y eficacia con que 

se desempeñe la Comisión y presentar a la Junta, por lo menos dos veces al año, la 

evaluación con gestión a detalle que previamente se acuerde con la Junta y escuchando al 

auditor; 

 

XIII. Ejecutar los acuerdos que dicte la Junta; 

 

XIV. Proponer a la Junta las solicitudes a que se refiere la fracción III del artículo 25 de esta 

Ley; 

 

XV. Suscribir, en su caso, los contratos colectivos e individuales que regulen las relaciones 

laborales de la Comisión con sus trabajadores; 

 

XVI. Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos inherentes al objeto de la 

Comisión; 

 

XVII. Ejercer las facultades de apoderado general para pleitos y cobranzas, para actos de 

administración y para actos de dominio, con todas las facultades generales y aún aquéllas 

que, de acuerdo con la ley, requieran cláusula especial y expresa; 

 

XVIII. Emitir, avalar y negociar títulos de crédito; 

 

XIX. Formular querellas y otorgar perdones; 

 



XX. Ejercitar y desistirse de acciones judiciales, inclusive del juicio de amparo; 

 

XXI. Comprometer asuntos en arbitraje y celebrar transacciones; 

 

XXII. Otorgar poderes generales y especiales con las facultades que les competan, entre 

ellas las que requieran autorización o cláusula especial. Para el otorgamiento y validez de 

estos poderes, bastará la comunicación oficial que se expida al mandatario por el Director. 

Para que surta efectos frente a terceros, los poderes deberán otorgarse e inscribirse en 

términos de la legislación civil; 

 

XXIII. Sustituir y revocar poderes generales o especiales; 

 

XXIV. Presentar para aprobación de la Junta, la estructura básica de la organización de la 

Comisión, así como sus modificaciones; 

 

XXV. Formular y someter a la aprobación de la Junta, el Reglamento Interno de la Comisión, 

así como las modificaciones que se requieran al mismo; 

 

XXVI. Formular y someter a la aprobación de la Junta, los manuales de organización, de 

procedimientos, de servicios al público y, demás normatividad administrativa de la Comisión, 

así como sus modificaciones; 

 

XXVII. Formular y someter a la aprobación de la Junta, las normas y políticas que orientarán 

a la Comisión, de conformidad con los criterios generales aplicables en la Administración 

Central, en materia de administración y desarrollo de personal, adquisición y conservación de 

bienes; 

 

XXVIII. Solicitar ante las autoridades correspondientes los estudios, opiniones, dictámenes, 

concesiones, asignaciones, autorizaciones, permisos y demás documentación que se 

requiera para la realización de proyectos energéticos, así como demás relacionados con el 

objeto y atribuciones de la Comisión; 

 

XXIX. Proponer a la Junta la constitución de Comisiones, comités o grupos técnicos con el 

objeto de apoyar y coadyuvar en el desarrollo y ejecución de acciones tendientes a cumplir 

con el objeto y atribuciones de la Comisión, y 

 

XXX. Las que señalen otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones 

administrativas aplicables. 

 

ARTÍCULO 29. La vigilancia del funcionamiento y operación de la Comisión, queda a cargo 

de un auditor propietario y un suplente, quienes serán designados y removidos libremente 



por el Contralor General del Estado, los cuales tendrán a su cargo el ejercicio de las 

atribuciones que expresamente les confiere la normatividad aplicable. 

 

ARTÍCULO 30. Las relaciones laborales entre la Comisión y sus trabajadores, se regirán por 

el apartado ñAò del art²culo 123, de la Constituci·n Pol²tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

ARTÍCULO 31. Cuando la Comisión deje de cumplir con su objeto o, su funcionamiento no 

resulte conveniente para la economía estatal o el interés público, la Secretaría de Planeación 

y Finanzas del Estado propondrá al Ejecutivo del Estado su extinción. 

 

TÍTULO IV 

APROVECHAMIENTO DE LAS FUENTES DE ENERGÍA RENOVABLES 

 

ARTÍCULO 32. El Estado y los municipios fomentarán la instalación y operación de 

empresas que utilicen fuentes renovables de energía, con las siguientes aplicaciones: 

 

I. Generación de energía eléctrica no considerada como servicio público, bajo las 

modalidades previstas por la legislación federal aplicable; 

 

II. Producción, comercialización, distribución, transporte, almacenamiento y uso eficiente de 

bioenergéticos, así como la promoción de la infraestructura relacionada, en los términos de la 

legislación federal aplicable, y 

 

III. Aprovechamiento de la energía térmica para el desarrollo de sus procesos. 

 

El Estado y los municipios podrán constituir empresas con la participación de los particulares 

bajo las modalidades previstas por la legislación aplicable, con el propósito de realizar las 

aplicaciones previstas en el presente artículo. 

 

ARTÍCULO 33. En la construcción de fraccionamientos y desarrollos en condominio, las 

autoridades estatales y municipales en la materia promoverán la realización de proyectos 

que contemplen la aplicación de las fuentes renovables de energía o el uso sustentable de la 

misma, en los términos de las normas conducentes. 

 

En el proceso de entrega-recepción de las obras de urbanización y equipamiento urbano de 

los fraccionamientos y desarrollos en condominio a que se refiere este artículo, en caso de 

que se haya considerado la implementación de las tecnologías provenientes de energías 

renovables, se deberá de contemplar la verificación del funcionamiento de las mismas. 

 

TÍTULO V 

PROGRAMA ESTATAL DE ENERGÍAS RENOVABLES Y SUSTENTABILIDAD 

ENERGÉTICA 



ARTÍCULO 34. El Programa establecerá los objetivos, metas, estrategias y acciones para la 

difusión, promoción, fomento, investigación y evaluación del aprovechamiento de las fuentes 

renovables de energía y la eficiencia energética en la entidad, con la participación del 

Estado, los municipios y los sectores público, social y privado, con el fin de garantizar el 

cumplimiento de la presente Ley. 

 

ARTÍCULO 35. El Programa contendrá como mínimo: 

 

I. El diagnóstico de la situación energética en el Estado, con el señalamiento específico del 

aprovechamiento de las fuentes renovables de energía y el fomento de la eficiencia 

energética; 

 

II. Los objetivos, políticas públicas y metas que se pretendan implementar; 

 

III. La concordancia con la planeación y programación del desarrollo económico, social, 

urbano, de la investigación y del ambiente del Estado; 

 

IV. La estrategia general, que comprenderá las acciones básicas a desarrollar; 

 

V. Los instrumentos para su ejecución; 

 

VI. Los mecanismos de coordinación y concertación entre los distintos niveles de gobierno y 

los sectores social y privado, y 

 

VII. La definición de indicadores y mecanismos de evaluación de avances. 

 

TÍTULO VI 

FOMENTO PARA LA REALIZACIÓN DE PROYECTOS 

 

ARTÍCULO 36. La Comisión fomentará la realización de proyectos de aprovechamiento de 

fuentes renovables de energía y de eficiencia energética, en los términos de la legislación 

aplicable. 

 

ARTÍCULO 37. Los municipios podrán prever en sus presupuestos de egresos, las 

aportaciones y apoyos para la realización de los proyectos previstos en esta Ley. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

 



SEGUNDO. Los Ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán o, 

en su caso, adecuarán la reglamentación que derive de esta Ley, en un término no mayor de 

ciento veinte días naturales contados a partir de la entrada en vigencia del presente Decreto. 

 

TERCERO. El Ejecutivo del Estado deberá realizar las adecuaciones a las disposiciones 

reglamentarias correspondientes, así como a los programas de gobierno para la aplicación 

de la presente ley, dentro de los ciento veinte días naturales contados a partir de la entrada 

en vigor del presente Decreto. 

 

CUARTO. La Junta Directiva contará con un plazo que no excederá  de treinta días para 

celebrar su primera sesión ordinaria, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

La Junta Directiva tendrá un plazo que no excederá de noventa días contando a partir de la 

primera sesión que celebre, para aprobar el Reglamento Interno de la Comisión Estatal de 

Energía del Estado de San Luis Potosí. 

San Luis Potosí, SLP, 16 de marzo de 2016. 

 

Por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y 

ñPor una patria ordenada y generosa y, una vida mejor y m§s digna para todosò 

 

DIP. JORGE LUIS DÍAZ SALINAS. 



H. CONGRESO DEL ESTADO  
SEXAGESIMA PRIMERA LEGISLATURA  
DIPUTADOS SECRETARIOS  
PRESENTES.  
 
La suscrita Ciudadana Constanza Alegría Fernández García. Estudiante de Derecho de la 
Universidad Autónoma de San Luis Potosí, Mexicana, nacida el 8 de marzo del año 1994 
en San Luis Potosí, Capital del mismo nombre. Con domicilio en calle Líbano 918 
fraccionamiento ñel solò. Con fundamento en lo dispuesto por el art²culo 61, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, me permito someter 
a la consideración de esta H. Soberanía la siguiente Iniciativa de Decreto que propone 
adicionar  un ARTICULO 58 BIS a La Ley Estatal de Protección a los Animales 
 

Exposición de Motivos  
 

Los experimentos en animales les producen dolor intenso físico y psicológico y no se les 
sin proporciona ningún alivio para el dolor, Una prueba común que causa dolor severo en 
el laboratorio es el examen de ñDraizeò que consiste en que los investigadores colocan 
químicos directamente en los ojos de los animales, utilizan instrumentos para mantener 
abiertos sus ojos y refrenan sus cabezas en grupos. Una vez que se completa la prueba, el 
cual puede tomar varios días, matan a los animales para estudiar sus órganos.  
 
gatos, conejos, perros, monos, ratones y otros animales, sufren verdaderas torturas, al ser 
sometidos a diversos experimentos que van desde el aislamiento quemaduras de 
productos abrasivos en piel y ojos hasta vivisecciones, pasando por enfermedades, 
parálisis y tumores provocados, mutilaciones, descargas eléctricas, cambios dramáticos o 
privación en sus ciclos de alimentación y sueño. 
 
Existen organismos internacionales como PETA que es la organización de derechos de los 
animales más grande del mundo, con más de 3 millones de miembros y simpatizantes, 
esta organizaci·n estableci· el 24 de abril, ñD²a Internacional del Animal de Laboratorioò 
posteriormente se reconoció por la Organización de las Naciones Unidas. Y es en este día 
en el que se conmemora la muerte de millones de animales en todo el planeta. 
 
Así mismo, la (Asociación para la Defensa de los Derechos del Animal) ADDA que 
también se ha manifestado en contra de la investigación y el comercio con animales, en 
1986 levantó un monolito con la inscripción: «En homenaje a los animales de laboratorio, 
seres que no tienen la oportunidad de negarse al sacrificio que requiere de ellos la 
ciencia» 
 
Si bien es cierto que se debe considerar los grandes beneficios que se han obtenido gracias 
a la investigaci·n biom®dica. ñAntes, la gente enfermaba y mor²a. Ahora, muchas de esas 



enfermedades tienen cura, y esos tratamientos no habrían sido posibles sin las 
experimentaci·n con animalesòtambi®n es verdad que s² existe crueldad hacia los 
animales destinados para este fin. 
 
La solución no es dejar de experimentar con animales, sería un error prohibir la 
Investigación Científica con Animales, porque se impediría el salvar vidas humanas y más 
aun cuando no se cuenta con un modelo artificial que reproduzca las variables biológicas 
que intervienen en la interacción entre un organismo vivo y una sustancia química 
externa que pretende tener un uso terapéutico" la investigación con animales genera 
mejores tratamientos. Es fundamental para  que haya un sistema de salud.  
 
Es por eso que es necesario que Para llevar a cabo algún experimento con animales, se 
deberá demostrar: que las prácticas en animales vivos sean inevitables y que no puedan 
ser substituidas por dibujos, fotografías, videos, o cualquier otro medio similar; y  
 
Que dichas prácticas son para la investigación científica o docente; teniendo como fin la 
prevención, control, diagnóstico o tratamiento de enfermedades que afecten al hombre o 
a los animales.  

 
Proyecto  

De 
Decreto  

 
Para una mayor Comprensión, se presenta un simulador del artículo a reformar: 

 
LEY ESTATAL DE  PROTECCIÓN A LOS ANIMALES 

 
Título Quinto.  

Capítulo Unico. 
 

Investigación Científica con Animales. 
 
ARTICULO 58.- Las personas físicas o instituciones que realicen investigaciones con 
animales domésticos y silvestres, habrán de hacerlo de acuerdo a los artículos que se 
mencionan en esta Ley, y en especial a los que se refieren al bienestar de los animales; en 
caso de que se sacrifiquen se recurrirá a las autoridades correspondientes.  
 
ARTICULO 58 BIS. - Para llevar a cabo algún experimento con animales, se  
deberá demostrar:  
 



a) Que las prácticas en animales vivos sean inevitables y que no puedan ser 
substituidas por dibujos, fotografías, videos, o cualquier otro medio similar; 
y 
 
 b) Que son para la investigación científica o docente; teniendo como fin la 
prevención, control, diagnóstico o tratamiento de enfermedades que afecten 
al hombre o a los animales.  

 
TRANSITORIOS  

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado.  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 

San Luis Potosí, Marzo 2016 
 

CONSTANZA ALEGRIA FERNANDEZ GARCIA. 



16 de marzo de 2016. 

 

Ciudadanas y ciudadanos legisladores integrantes de la LXI Legislatura del Congreso del Estado 

de San Luis Potosí. 

 

C.C. Secretarios de las Comisiones. 

 

P r e s e n t e s. 

 

José Mario de la Garza Marroquín ciudadano potosino en pleno ejercicio de los derechos políticos 

que me reconoce de forma amplia la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí y en particular su artículo 61 respecto del derecho de iniciar leyes;  en conformidad con lo 

preceptuado en los artículos 130, 131 y 133 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y con 

arreglo a lo dispuesto en los artículos 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno Interior del 

Congreso del Estado de San Luis Potosí, someto a la consideración de esta Honorable Soberanía, la 

presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el nombre de la Ley de Transporte 

Público del Estado de San Luis Potosí por el de Ley de Transporte y Movilidad del Estado de San Luis 

Potosí; reformar el artículo 1°; reformar la fracción XVII y adicionar las fracciones XIII BIS y XXXVIII 

TER al artículo 12; reformar la fracción XIII del artículo 3°; adicionar un Capítulo Segundo al Título 

Tercero, denominado Del Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas 

Independientes; adicionar los artículos 30 BIS, 30 TER, 30 QUATER, 30 QUINQUIES y 30 SEXIES; y 

derogar el artículo 30, todos de y a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, con el 

objeto legal de regular y permitir la legítima operación del Servicio Particular de Transporte a 

través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes, orientada a la atención de la demanda de 

pasajeros con criterios de seguridad, calidad, eficiencia, cuidado del ambiente y apoyo a la 

movilidad sustentable en el estado. 

 

Con base en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Dedicarse a cualquier actividad lícita es un derecho establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por otra parte, el deterioro de los sistemas de transporte público es cada 
vez más evidente. Ante ese escenario, resultaba incomprensible que el Estado actuara en una lógica de 
protección de los monopolios públicos, en lugar de incentivar la libre oferta de servicios buscando el 
equilibrio entre calidad y costo y respetando el poder de elección de los ciudadanos. Para una persona 
que contrata un servicio de transporte es irrelevante si este es público o privado, pero no lo es si recibe 
un trato adecuado, si el vehículo se encuentra en óptimas condiciones de seguridad y confort, y si se 
considera que el precio del servicio es justo y congruente con lo que se recibe.  
 
Aunado a lo anterior, en las ciudades densamente pobladas, contar con un sistema de transporte 
eficiente, repercute en la calidad de vida de sus habitantes, ya que al permitir la movilidad entre 
diversos puntos en condiciones óptimas de precio, conveniencia, comodidad y seguridad, se consigue 
incrementar el tiempo disponible para que las personas realicen actividades productivas, familiares y de 
esparcimiento. Eso que comúnmente podemos llamar calidad de vida.  
 



En el servicio público individual de pasajeros, particularmente taxis, existen al menos, dos problemas 
que se consideran distorsiones económicas que van en detrimento del consumidor, a saber:  
 

1) Las asimetrías de la información: consistentes en que los consumidores no cuentan con 
información suficiente sobre aspectos como el conocimiento de la ciudad y la predictibilidad del 
precio. Lo anterior, podría considerarse como una ventaja de los prestadores del servicio que 
aprovechan la posición cautiva del consumidor. 

 
2) Problemas de coordinación: los potenciales pasajeros no conocen con exactitud dónde podrán 

abordar un vehículo, en tanto que los conductores desconocen el lugar exacto donde podrán 
recoger pasajeros, lo que puede generar una sub oferta en lugares de alta demanda y una 
sobreoferta en lugares de baja demanda, con las consecuentes ineficiencias inherentes. 

 
Basándose en el desarrollo de tecnologías de teléfonos inteligentes y sistemas de posicionamiento 
global, han surgido, alrededor del mundo empresas dedicadas a mediar el acuerdo entre usuarios y 
proveedores de servicios de transporte punto-a-punto a través de aplicaciones en teléfonos móviles. 
 
El uso de esta tecnología se ha constituido como una herramienta efectiva para resolver los problemas 
tanto de asimetrías en la información como de coordinación entre conductores y pasajeros, además de 
abonar a resolver los problemas que enfrentan las autoridades con el objeto de garantizar un servicio 
eficiente y seguro en el transporte individual de pasajeros, que además reduzca la carga vehicular en 
las ciudades, resuelva problemas de espacio, y ambientales como el ruido y la contaminación, toda vez 
que permite: 
 

a) Conocer la identidad del conductor y los datos del vehículo; 
b) Planificar las rutas automáticamente, lo que elimina la posibilidad de que los conductores de 

desvíen indebidamente; 
c) Arrojar una tarifa dinámica, de acuerdo a las condiciones de oferta y demanda en tiempo real;  
d) Desglosar y transparentar la tarifa que puede facturarse en los términos de las leyes fiscales 

aplicables; 
e) Evaluación de pasajeros hacia los choferes y viceversa, y 
f) Conocer en tiempo real la disponibilidad del servicio y los tiempos de espera. 

 
Por su propia naturaleza estos servicios han creado una nueva base de consumidores ya que se 
satisface una demanda diferente en términos de calidad, seguridad y precio, respecto a los servicios 
tradicionales, lo que ha constituido una alternativa al uso del automóvil particular.  
 
En lo relativo a la regulación, en la mayoría de los países, incluido México, ésta no ha evolucionado al 
mismo ritmo que la modernidad, para dar certeza jurídica a las innovaciones y cambios tecnológicos 
señalados, lo anterior genera desafíos, ya que estos servicios de ser regulados bajo un esquema 
equivalente al servicio de transporte público, se correría el riesgo de eliminar las bondades que ofrecen, 
en perjuicio del bienestar social. 
 
Dado lo anterior, la Comisión Federal de Competencia Económica considera que debe de reconocerse 
en la legislación local esta nueva categoría o modalidad para la prestación del servicio, dado su impacto 
en la dinámica social, y recomienda que su reconocimiento en el marco normativo debe de limitarse a 
tutelar objetivos públicos elementales en materia de seguridad y protección al usuario, tales como la 
obligatoriedad de acreditar la existencia de seguros de cobertura amplia y la revisión de las 
capacidades y antecedentes de los conductores. 



Señala también, que en el marco normativo, se debe de privilegiar la competencia y la libre 
concurrencia, evitando restricciones tales como la autorización o registro de vehículos para prestar el 
servicio o limitar su número imponiendo requisitos adicionales como de placas especiales o cromáticas, 
o regular los esquemas tarifarios, los cuales actualmente son determinados por las propias empresas, 
en función del mercado. 
 
Por último, la Comisión señala que los criterios para legislar en la materia deben de ir acordes a la libre 
concurrencia y competencia, dado que ésta es un bien jurídico tutelado por el artículo 28 Constitucional, 
por lo cual el consumidor debe de ser el centro de la regulación y la política pública. 
 
Con base en la argumentación anterior, se propone el siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 
ÚNICO. Se modifica el nombre de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí por el de 
Ley de Transporte y Movilidad del Estado de San Luis Potosí; se reforma el artículo 1°; se reforma la 
fracción XVII, y se adicionan las fracciones XIII BIS y XXXVIII TER al artículo 12; se reforma la fracción 
XIII del artículo 3°; se adiciona un Capítulo Segundo al Título Tercero, denominado Del Servicio 
Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes; adicionar los artículos 
30 BIS, 30 TER, 30 QUATER, 30 QUINQUIES y 30 SEXIES; y derogar el artículo 30, todos de y a la 
Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
--------------------------------------------------------------  
 
ARTICULO 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social; tienen como  objeto 
regular la prestación del servicio de transporte público, particular de transporte a través de 
aplicaciones tecnológicas y los servicios auxiliares del mismo en él. Estado de San Luis Potosí; y 
establecer las bases para la protección y la seguridad de la población en la materia. 
 
--------------------------------------------------------------  
 
Artículo12: Para la aplicación e interpretación de esta Ley, se utilizará el siguiente glosario:  
 
I. é XIII. é 
 
XIII Bis. Empresas de Redes de Transporte: a aquellas sociedades mercantiles nacionales o 
extranjeras que, basándose en el desarrollo de las tecnologías de los teléfonos inteligentes y los 
sistemas de posicionamiento global, directamente, o a través de sus empresas filiales o 
subsidiarias, median el acuerdo entre usuarios y prestadores del Servicio Particular de 
Transporte a través de plataformas tecnológicas independientes que funcionan a través de 
aplicaciones en teléfonos móviles; los esquemas tarifarios aplicables a los usuarios del Servicio 
Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes, así como el 
número de vehículos y conductores particulares activos, será responsabilidad de la propia 
Empresa de Redes Transporte y/o sus filiales o subsidiarias. 
 
XIV. é XVI, é 
 
XVII. Ley: a la Ley de Transporte y Movilidad del Estado de San Luis Potosí;  
 



XVIII. é XXXVII. é 
 
XXXVIII Ter. Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas 
Independientes: a la actividad de transporte particular llevada a cabo en vehículos de transporte 
particular, por virtud de la cual se permite conectar a usuarios que demandan servicio de 
transporte punto a punto, con conductores particulares a través de una aplicación tecnológica; 
 
XXXIX. é XLVIll. é 
 
--------------------------------------------------------------  
 
ARTICULO 3·. Para los efectos de esta Ley se entenderá por movilidad sustentable:  
 
I. é XII. é 
 
XIII. La corrección de fallos del mercado tales como asimetrías en la información y problemas de 
coordinación. 
 
--------------------------------------------------------------  
 

TÍTULO TERCERO 
DE LOS SISTEMAS DE TRANSPORTE PÚBLICO 

Capítulo Primero 
 
ARTICULO 30. (Derogado). 
 
--------------------------------------------------------------  
 
DEL SERVICIO PARTICULAR DE TRANSPORTE A TRAVÉS DE APLICACIONES TECNOLÓGICAS 

INDEPENDIENTES. 
Capítulo Segundo 

 
Artículo 30 bis. El Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas 
Independientes es prestado por conductores particulares que se encuentren registrados y 
certificados ante una Empresa de Redes de Transporte o cualquiera de las filiales o subsidiarias 
de ésta, a usuarios previamente registrados en la plataforma propiedad de la Empresa de Redes 
de Transporte, o cualquiera de sus filiales o subsidiarias. 
 
El Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes no 
estará sujeto a itinerarios, rutas, frecuencias de paso ni a horarios fijos. 
 
Artículo 30 Ter. El Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas 
Independientes, se presta en automóviles particulares, que sin estar sujetos al otorgamiento de 
una concesión, permiso o autorización, son utilizados por particulares en el traslado de 
personas y registrados en una Empresa de Redes de Transporte.  
 
Artículo 30 Quáter. Los vehículos que a través de los cuales se preste del Servicio Particular de 
Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes, deberán portar en todo 
momento los documentos siguientes:  



 
I. Placas de circulación y calcomanías de automóvil particular; 

II. Tarjeta de circulación para automóvil particular; 
III. Copia de la Póliza de Seguro con cobertura amplia; 

 
Los vehículos antes citados deberán tener una antigüedad máxima de ocho años para su 
registro en una Empresa de Redes de Transporte.   
 
Los conductores que presten el Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones 
Tecnológicas Independientes, además de registrarse y cumplir con los requisitos establecidos 
por la Empresa de Redes de Transporte, deberán en todo momento portar licencia de conducir 
expedida por la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, pudiendo ser esta incluso tipo A. 
 
Artículo 30 Quinques. Las Empresas de Redes de Transporte que medien la prestación del 
Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas Independientes, estarán 
obligadas a: 
 

I. Registrarse ante la Secretaría, proporcionando copia simple de la documentación 
siguiente: 

 
a) Testimonio de la escritura constitutiva y sus modificaciones; 
b) Documento que acredite la designación del representante legal; 
c) Comprobante domiciliario en el Estado;  
d) Registro Federal de Contribuyentes, y 
e) Los demás que se señalen en el Reglamento expedido por la Secretaría.  

 
II. Proporcionar semestralmente a la Secretaría, el registro de los vehículos con los que se 

presta el Servicio Particular de Transporte a través de Aplicaciones Tecnológicas 
Independientes. 

 
III. Realizar el pago de derechos para el registro de Empresas de Redes de Transporte en la 

Secretaría. 
 
El registro otorgado por la Secretaría a las Empresas de Redes de Transporte tendrá una 
duración de 10 años. 
 
Artículo 30 Sexies: El registro de las Empresas de Redes de Transporte concluye por: 
 

I. Terminación de su vigencia, sin perjuicio de que la misma sea que podrá ser prorrogada 
por un plazo igual al de su duración, cuando la Empresa de Redes de Transporte haya 
cumplido con todos los requisitos establecidos por esta ley, sus Reglamentos y las 
demás disposiciones aplicables; 

II. Renuncia expresa de la Empresa de Redes de Transporte; 
III. Incumplimiento material notificado por la Secretaría a la Empresa de Redes de Transporte 

y no subsanado el mismo por ésta última durante los cuarenta y cinco días naturales 
siguientes a la fecha de recepción de dicha notificación; y 

IV. Liquidación de la Empresa de Redes de Transporte. 
 

T R A N S I T O R I O S 



 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado de San Luis Potosí.  
 
SEGUNDO. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes contará con 180 días naturales para 
publicar las modificaciones aplicables al Reglamento de la Ley de Transporte Público y para emitir los 
lineamientos correspondientes. 
 
TERCERO. Se derogan todas las disposiciones legales y administrativas que se opongan al presente 
Decreto.  
 

A T E N T A M E N T E 
 

Lic. José Mario de la Garza Marroquín. 
Ciudadano Potosino 



DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI  
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S 
 
GERARDO SERRANO GAVIÑO, Diputado integrante de la fracción Parlamentaria, del Partido Verde 
Ecologista de México, en el ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 61 de la 
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, someto a consideración de ésta Soberanía, la presente INICIATIVA, que 
propone REFORMAR, la LEY DEL REGISTRO CIVIL DEL SAN LUIS POTOSÍ, sustentado en la 
siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los trámites de divorcio previstos en el Código Familiar del Estado, son entre otros, el del Divorcio 
Voluntario Administrativo, el cual puede efectuarse, dando cumplimiento a los requisitos establecidos en 
el mismo Código.  
 
Sin embargo, en la redacción de la clasificación de éstos y ante quien se tramitarán, es de considerarse 
que no existe especial diferenciación con puntualidad, lo que sin duda posteriormente conlleva a la 
necesidad de interpretación de los dispositivos legales, la Ley debe ser clara y fácil comprensión para 
que los ciudadanos puedan acatar dichas normas. 
 
Por ello, en la redacción del Código Familiar, si bien se precisan los tres trámites, es importante 
describir cada uno de ellos ante quien se tramitarán, así como en su caso, si habrá lugar a la 
intervención del Agente del Ministerio Público. 
 
De igual manera cobra especial importancia, el hecho de que el divorcio administrativo se prevea que 
sea tramitado ante la Dirección del Registro Civil, puesto que es finalmente quien instituye a los 
Oficiales del Registro Civil y dota de fe a éstos, por ello sus amplias facultades y conocimientos en la 
materia, facilitarán sin duda la implementación del procedimiento administrativo del divorcio. 
 
Es entonces, que de igual manera es necesaria la reforma en ésta la Ley del Registro Civil del Estado, 
para dejar establecido claramente y con firmeza, que la Dirección del Registro Civil, sea quien conozca 
de dicho trámite de divorcio administrativo. 
 
Lo anterior se propone, en razón a que como se ha observado en diversos municipios y a pesar de que 
la Ley actualmente requiera que sea abogado el Oficial del Registro Civil, existen muchos que debido a 
su experiencia a través de los años, han seguido conservando dicho cargo, aun y cuando no cuenten 
con el título de Abogado, pues aunque sus conocimientos a través de los años y la experiencia 
adquirida, no es suficiente, puesto que no son abogados, como para desahogar los procedimientos de 
divorcio administrativo a que se refieren este Código y la Ley de Registro Civil del Estado. 
 
Por todo lo anterior, es necesario llevar a cabo la reforma en los diversos dispositivos legales de la Ley 
del Registro Civil del Estado, tal y como se demuestra con el cuadro comparativo que presento a 
continuación: 
 

 
TEXTO VIGENTE 

 
TEXTO PROPUESTO 



 

 
ARTÍCULO 110. é 
 
En el caso de divorcio voluntario por la vía 
administrativa, se presentará solicitud por 
escrito, ante los Oficiales que sean 
autorizados por la Dirección y en los 
formatos que para el efecto determine el 
Reglamento de esta Ley. La solicitud será 
firmada por ambos cónyuges, en donde 
protestarán que cumplen con los requisitos 
que prevé el artículo 102 del Código 
Familiar para el Estado, y el Reglamento 
de la presente Ley.    
 
El Oficial autorizado que conozca de la 
solicitud, citará a los interesados dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a fin de 
que ratifiquen la misma, apercibiéndoles 
que en caso de comprobarse que al 
momento de solicitar el divorcio por esta 
vía, no se actualizaba cualquiera de los 
requisitos exigidos por la ley, la resolución 
será nula de pleno derecho; lo anterior con 
independencia de las sanciones civiles o 
penales a las que sean acreedores.   
 
é 
 
Cumplidas todas las formalidades, el Oficial 
del Registro Civil dictará el acuerdo 
administrativo correspondiente, 
asentándolo en el acta de divorcio, de la 
cual remitirá copia a la Dirección para que 
realice las anotaciones marginales que 
correspondan de acuerdo con lo dispuesto 
por el Reglamento de esta Ley.    

 
ARTÍCULO 110. é 
  
En el caso de divorcio voluntario por la vía 
administrativa, se presentará solicitud por 
escrito, ante el Director del Registro Civil 
y en los formatos que para el efecto 
determine el Reglamento de esta Ley. La 
solicitud será firmada por ambos cónyuges, 
en donde protestarán que cumplen con los 
requisitos que prevé el artículo 102 del 
Código Familiar para el Estado, y el 
Reglamento de la presente Ley.    
 
El Director del Registro Civil, citará a los 
interesados dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a fin de que ratifiquen la 
misma, apercibiéndoles que en caso de 
comprobarse que al momento de solicitar el 
divorcio por esta vía, no se actualizaba 
cualquiera de los requisitos exigidos por la 
ley, la resolución será nula de pleno 
derecho; lo anterior con independencia de 
las sanciones civiles o penales a las que 
sean acreedores.   
 
é   

 
Cumplidas todas las formalidades, el 
Director del Registro Civil dictará el 
acuerdo administrativo correspondiente, 
asentándolo en el acta de divorcio, de la 
cual remitirá copia a la Oficialía que 
conoció del contrato de matrimonio, 
para que realice las anotaciones 
marginales que correspondan  y el 
registro en el libro que para tal efecto se 
lleve, de acuerdo con lo dispuesto por el 
Reglamento de esta Ley.    

   
   
   
Por lo expuesto, someto a consideración de ésta Honorable Soberanía el siguiente: 

 
PROYECTO DE DECRETO 

 
ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMA, el artículo 110, de la LEY DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO 
DE SAN LUIS POTOSÍ, para quedar de la siguiente manera:   
 
ARTÍCULO 110. é    
 



En el caso de divorcio voluntario por la vía administrativa, se presentará solicitud por escrito, ante el 
Director del Registro Civil y en los formatos que para el efecto determine el Reglamento de esta Ley. 
La solicitud será firmada por ambos cónyuges, en donde protestarán que cumplen con los requisitos 
que prevé el artículo 102 del Código Familiar para el Estado, y el Reglamento de la presente Ley.    
 
El Director del Registro Civil, citará a los interesados dentro de los cinco días hábiles siguientes a fin 
de que ratifiquen la misma, apercibiéndoles que en caso de comprobarse que al momento de solicitar el 
divorcio por esta vía, no se actualizaba cualquiera de los requisitos exigidos por la ley, la resolución 
será nula de pleno derecho; lo anterior con independencia de las sanciones civiles o penales a las que 
sean acreedores.   
 
é  

 
Cumplidas todas las formalidades, el Director del Registro Civil dictará el acuerdo administrativo 
correspondiente, asentándolo en el acta de divorcio, de la cual remitirá copia a la Oficialía que 
conoció del contrato de matrimonio, para que realice las anotaciones marginales que correspondan  
y el registro en el libro que para tal efecto se lleve, de acuerdo con lo dispuesto por el Reglamento 
de ésta Ley. 

 
TRANSITORIOS 

   
PRIMERO. El Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.   
   
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente.   
 
 

San Luís Potosí, S.L.P.,  17 de marzo de 2016. 
 
 

ATENTAMENTE 
 
 

DIP. GERARDO SERRANO GAVIÑO 



DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI  
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S. 
 
GERARDO SERRANO GAVIÑO, Diputado integrante de la fracción Parlamentaria, del Partido Verde 
Ecologista de México, en el ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 61 de la 
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, someto a consideración de ésta Soberanía, la presente INICIATIVA, que 
propone REFORMAR, el CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, sustentado 
en la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los trámites de divorcio previstos en éste Código, son tres; el necesario, el voluntario y el 
administrativo.  
 
Sin embargo, en la redacción de la clasificación de éstos y ante quien se tramitarán, es de considerarse 
que no existe especial diferenciación con puntualidad, lo que sin duda posteriormente conlleva a la 
necesidad de interpretación de los dispositivos legales, la Ley debe ser clara y fácil comprensión para 
que los ciudadanos puedan acatar dichas normas. 
 
Por ello, en la redacción del Código Familiar, si bien se precisan los tres trámites, es importante 
describir cada uno de ellos ante quien se tramitarán, así como en su caso, si habrá lugar a la 
intervención del Agente del Ministerio Público. 
 
De igual manera cobra especial importancia, el hecho de que el divorcio administrativo se prevea que 
sea tramitado ante la Dirección del Registro Civil, puesto que es finalmente quien instituye a los 
Oficiales del Registro Civil y dota de fe a éstos, por ello sus amplias facultades y conocimientos en la 
materia, facilitarán sin duda la implementación del procedimiento administrativo del divorcio. 
 
Es entonces, que de igual manera es necesaria la reforma en la Ley del Registro Civil del Estado, para 
dejar establecido claramente y con firmeza, que la Dirección del Registro Civil, sea quien conozca de 
dicho trámite de divorcio administrativo. 
 
Lo anterior se propone, en razón a que como se ha observado en diversos municipios y a pesar de que 
la Ley actualmente requiera que sea abogado el Oficial del Registro Civil, existen muchos que debido a 
su experiencia a través de los años, han seguido conservando dicho cargo, aun y cuando no cuenten 
con el título de Abogado, pues aunque sus conocimientos a través de los años y la experiencia 
adquirida, no es suficiente, puesto que no son abogados, como para desahogar los procedimientos de 
divorcio administrativo a que se refieren este Código y la Ley de Registro Civil del Estado. 
 
Por todo lo anterior, es necesario llevar a cabo la reforma en los diversos dispositivos legales tanto de 
la Ley del Registro Civil del Estado, así como en el Código Familiar del Estado, como se aprecia en el 
siguiente cuadro comparativo: 
 

 
TEXTO VIGENTE 

 

 
TEXTO PROPUESTO 

 



 
ARTÍCULO 86. El divorcio es la acción 
que disuelve el vínculo del matrimonio 
y deja a los cónyuges en aptitud de 
contraer otro.   
 
La acción de divorcio es personalísima, 
y sólo se extingue por la muerte de uno 
o ambos cónyuges.   
 
Las formas de divorcio para disolver el 
vínculo matrimonial son:   
 
I. Necesario, cuando uno de los 
cónyuges considere tener causa para 
ello prevista en este Código, y 
 
II. Voluntario, cuando ambos 
cónyuges pueden convenir en 
divorciarse, en cuyo caso se tramitará 
por la vía judicial,  ante el Juez 
Familiar;  o de forma administrativa  
ante el Oficial que designe el Director 
del Registro Civil en el Estado.    

 
 
 
 
 
 

 
ARTÍCULO 86. El divorcio es la acción 
que disuelve el vínculo del matrimonio y 
deja a los cónyuges en aptitud de 
contraer otro.   
 
La acción de divorcio es personalísima, 
y sólo se extingue por la muerte de uno 
o ambos cónyuges.   
 
Las formas de divorcio para disolver el 
vínculo matrimonial son:   
 

I.  Necesario: cuando uno de los 
cónyuges considere tener causa para 
ello prevista en este Código. 
 
II.  Voluntario: cuando ambos 
cónyuges pueden convenir en 
divorciarse.  

 
En ambos casos se tramitarán por la 
vía judicial,  ante el Juez Familiar. 

 
III.  Voluntario por la vía 
administrativa. 

 
Este trámite se realizará ante el  
Director del Registro Civil en el 
Estado, sin que haya lugar a la 
intervención del Ministerio Público.   
 

 
ARTÍCULO 102. El divorcio voluntario 
por la vía administrativa podrá darse 
siempre y cuando:   
 
I. Ambos cónyuges convengan en 
divorciarse;   
 
II. Que no hayan procreado, o 
adoptado hijos, o bien que éstos 
tengan  veinticinco años, y no sean 
legalmente incapaces;   
 
IV. Que la cónyuge no se 
encuentre embarazada; 

 
V. Que ambos cónyuges 
manifiesten su voluntad de no 
reclamarse mutuamente alimentos, 
gananciales, utilidades o 
indemnización alguna, y    

 
ARTÍCULO 102. El divorcio voluntario 
por la vía administrativa podrá darse 
siempre y cuando:   
 
I. Ambos cónyuges convengan en 
divorciarse;   

 
II. Que no hayan procreado, o 
adoptado hijos, o bien que éstos tengan  
veinticinco años, y no sean legalmente 
incapaces;   

 
III. Que la cónyuge no se encuentre 
embarazada; 
 
IV. Que ambos cónyuges manifiesten 
su voluntad de no reclamarse 
mutuamente alimentos, gananciales, 
utilidades o indemnización alguna, y  
 



 
V. En caso de sociedad conyugal, 
presentarán la liquidación de la misma.   
 

V. Que hayan contraído matrimonio 
bajo el régimen de separación de 
bienes.  
   
   

 
PROYECTO DE DECRETO 

   
ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMA la fracción I, II y III del artículo 86 y se MODIFICA la fracción V del 
artículo 102, ambos del CÓDIGO FAMILIAR  PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, para quedar 
de la siguiente manera:   
 
ARTÍCULO 86.  é  
é  
 
é  
 
I. Necesario: cuando uno de los cónyuges considere tener causa para ello prevista en este 
Código. 
 
II. Voluntario: cuando ambos cónyuges pueden convenir en divorciarse.  

 
En ambos casos se tramitarán por la vía judicial,  ante el Juez Familiar. 
 
III. Voluntario por la vía administrativa.  
 
Este trámite se realizará ante el  Director del Registro Civil en el Estado, sin que haya lugar a la 
intervención del Ministerio Público.   

 
ARTÍCULO 102. é  
 
I. a IV. é 
 
V. Que hayan contraído matrimonio bajo el régimen de separación de bienes. 
  

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.   
   
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente.   
 

 
San Luís Potosí, S.L.P.,  17 de marzo de 2016. 

 
 

ATENTAMENTE 
 

DIP. GERARDO SERRANO GAVIÑO 



 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA DIRECTIVA  
H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
PRESENTES. 
 
DULCELINA SÁNCHEZ DE LIRA, Diputada de la LXI Legislatura del Honorable Congreso del 
Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de 
la Revolución Democrática, en ejercicio de la atribución que me confieren los artículos, 61 de la 
Constitución Política del Estado; y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad; 
someto a la consideración de esta representación de la soberanía del pueblo potosino, la 
presente iniciativa con proyecto de Decreto, que plantea modificar disposiciones de la 
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de San Luis Potosí; con 
sustento en la siguiente: 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
De acuerdo con la publicaci·n ñPerfil sociodemogr§fico de adultos mayoresò, del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),  México ha experimentado una profunda 
transformación demográfica, en donde la estructura por edades de la población ha cambiado, 
pasando de una población predominantemente de menores de 15 años a una de jóvenes. 
Paulatinamente se ha acumulado una mayor cantidad de personas de 60 y más años, debido a 
la mayor esperanza de vida. Por ello, este grupo de población ha incrementado su tamaño a un 
ritmo que duplica al de la población total del país. 
 
Para el año de 1930, el monto de la población nacional alcanzaba los 16.6 millones de 
habitantes, desde entonces, el incremento poblacional ha ocurrido de manera sostenida. 
Prácticamente, en ocho decenios el monto de la población se septuplicó, ya que el Censo de 
Población y Vivienda 2010 contabilizó 112.3 millones de habitantes.  
 
Aunque a un ritmo diferente, el tamaño de la población de 60 y más años también en términos 
absolutos ha aumentado de manera sostenida. En 1930, en México la población de adultos 
mayores era inferior al millón de personas, esto es, 5.3% de la población total. El Censo de 
Población y Vivienda 2010, contabilizó 10.1 millones de adultos mayores lo que representa 
9.0% de la población total. 
 
México es un país de niños y de jóvenes, sin embargo, la transición demográfica presenta el 
momento actual con una menor cantidad y proporción de niños. La evolución responde a los 
cambios ocurridos en la fecundidad a partir de la década de los años setenta. En consecuencia, 
se prevé que mayores proporciones de personas de 60 y más años alcancen esta etapa de 
vida, así como una modificación radical en la estructura por edades de la población al 
disminuirse la base de la pirámide de edad e incrementarse la cúspide, que representa las 
edades avanzadas. 
 



San Luis Potosí se encuentra por encima de la media nacional, con una población de 60 y más 
años del 10%, sólo por debajo de la Ciudad de México, Oaxaca, Veracruz, Zacatecas, 
Michoacán, Nayarit, Yucatán y Morelos.   
 
En cuanto al índice de envejecimiento, éste expresa la relación entre personas adultas mayores 
y las personas menores de 15 años. Al respecto la media nacional se sitúa en 21.3 adultos 
mayores por cada 100 niños, ubicándose San Luis Potosí por encima con 23.5 adultos 
mayores.   
 
El envejecimiento es un proceso biológico gradual, continuo e irreversible que se complica con 
la aparición o presencia de limitaciones en las capacidades y actividades. En México como en 
muchos países del mundo, el envejecimiento poblacional ha tomado mayor importancia en los 
últimos años; las personas en edad avanzada conforman uno de los grupos con mayor 
vulnerabilidad, misma que se incrementa si tienen alguna limitación. 
 
En esa condición, las personas de 60 y más años se consideran un grupo vulnerable por ser 
adultos en la última etapa de la vida y aún más por tener limitación en la actividad y ser 
susceptibles de cuidados específicos. 
 
La población adulta mayor con alguna limitación en la actividad creció poco más del triple, en 
2000 se registraron 745 mil casos que representan 10.7% de la población de 60 y más años, 
para el censo de 2010 la cifra se encontró en 2.8 millones, lo que representa 26.3 por ciento. 
 
En cuanto a los grupos de edad seleccionados de la población adulta mayor, es posible 
observar un aumento en el número de personas con alguna limitación del grupo de 65 a 84 
años. En el censo de 2000 se registraron 480 mil casos que en términos porcentuales significa 
64.5% del total de la población de 60 y más años con alguna limitación, mientras que en 2010 
la cifra registró 1.9 millones de adultos, que representan 67.4 por ciento. Por su parte, el grupo 
de 85 y más años, también presentó un incremento en el volumen, durante el 2000 la cifra era 
de 148 mil personas, para el 2010 pasaron a ser 432 mil adultos, sin embargo, en términos 
porcentuales registraron un descenso al pasar de 19.9 a 15.6%, respectivamente. 
 
Tras la publicación de los resultados del Censo 2010, 18 entidades se encuentran por arriba de 
la cifra nacional con mayor porcentaje de adultos mayores con alguna limitación, donde las 
entidades con mayor valor porcentual son: Zacatecas (33.5%), Yucatán (33.1%), Tabasco 
(31.3%) y Nayarit (30.4%), ubicándose San Luis Potosí en el lugar 14 con 28.7%, mientras que 
en el otro extremo se encuentra Nuevo León, Distrito Federal, Chiapas y Baja California con los 
porcentajes más bajos 21.1, 22.4, 22.8 y 23.1%, respectivamente. 
 
La población adulta mayor con alguna limitación en la actividad contada en el Censo 2010 
asciende a 2.8 millones, de los cuales 489 mil se encuentran económicamente activos, es decir, 
17.7% de las personas en esta situación continúan trabajando para apoyar en la economía del 
hogar, y 3.3% ya no trabaja. Mientras que 2.3 millones de adultos mayores con alguna 
limitación no se encuentra económicamente activa; de éstos, 852 mil se dedican a los 
quehaceres del hogar, lo que representa 37.4% de las personas en esta condición. 



 
Acorde a las cifras del Censo 2010, el 72.5% de la población adulta mayor con alguna limitación 
en la actividad es derechohabiente, es decir, 2.0 millones de los casos cuentan con acceso a 
servicios de salud. En cuanto a los grupos de edad, los adultos mayores de 65 a 84 años 
cuentan con el valor porcentual más alto, 74.2% de los casos. El 27.1% de la población adulta 
mayor no es derechohabiente. 
 
El grupo de 60 y más años, presenta niveles heterogéneos de población económicamente 
activa. Se observa que 16 entidades rebasan al promedio nacional, de las cuales Chiapas 
destaca con el valor más alto, cercano a 42.0%, le siguen en importancia Quintana Roo, 
Guerrero, Oaxaca y Tabasco, con 38.9, 37.8, 36.6 y 36.0%, respectivamente. Por debajo del 
promedio, igualmente se ubican 16 estados en cuyo extremo inferior se localiza Nuevo León y 
Coahuila, entidades donde menos de 25.0% de los adultos mayores están involucrados en una 
actividad económica. 
  
Con valor superior a 57.0%, y un predominio significativo de mujeres sobre la población 
masculina, el grupo de adultos mayores no económicamente activos manifiestan su principal 
razón por el hecho de atender los quehaceres del hogar. Le sigue en importancia, de mayor 
participación masculina, 25.1% que se encuentran en calidad de pensionados o jubilados. 
 
Mientras la Población No Económicamente Activa pensionada o jubilada y la dedicada a los 
quehaceres del hogar realizan una menor contribución con el paso de los años; por el otro, las 
limitaciones físicas o mentales se acentúan. Se supone que en este trayecto merman las 
capacidades y habilidades motrices, situación que imposibilita la participación en los 
quehaceres del hogar. 
 
Cerca de 50.0% de los adultos mayores ocupados se consideran trabajadores por cuenta 
propia, siendo la cifra de mujeres ligeramente mayor a la de hombres. Alrededor de 37.0% 
desarrolla una actividad económica en calidad de asalariado donde las mujeres tienen menor 
participación; y poco más de 6.0% lo hace sin recibir retribución alguna por su trabajo. 
 
De acuerdo con los datos del más reciente evento censal, existe un decremento marcado en la 
participación de los adultos mayores ocupados conforme su edad se incrementa. Los 
porcentajes más altos se manifiestan, en los grupos menores a 70 años, se sobreentiende que 
el estado de las capacidades físicas e intelectuales aún permiten el desarrollo de tareas 
laborales. Son los asalariados y empleadores quienes destacan principalmente en el intervalo 
60 a 64 años. Sobresale, en los grupos de mayor edad el aporte de los trabajadores sin pago, 
sobre todo a partir de los 70 años y que incluso llegan a estar por arriba del resto de las 
posiciones. 
 
Una de cada dos personas adultas mayores recibe menos de dos y hasta tres salarios mínimos 
promedio mensual como pago por su trabajo, mientras que 19.5% percibe más de tres salarios 
mínimos, con una mayoría participativa de hombres. En tanto que 18.9% labora sin recibir 
ingreso alguno. Son las mujeres, quienes perciben una menor remuneración pues su mayor 
participación, 53.2%, se ubica en el primer grupo de salarios. 



A la luz de la información estadística antes aludida, se hace evidente la condición de 
vulnerabilidad en la que se encuentran las personas adultas mayores, específicamente las que 
cuentan con alguna discapacidad, así como las de 70 y más años, en donde su condición 
natural resultante de su edad avanzada, las hace merecedoras de medidas especiales 
compensatorias por parte del Estado, encaminadas a contrarrestar las grandes desigualdades 
que se presentan en el acceso a oportunidades para su desarrollo y más aún, para su 
subsistencia. 
 
En tal condición a través de esta iniciativa se plantea beneficiar a las personas adultas mayores 
de 70 y más años, así como a las que cuenten con alguna discapacidad, con un apoyo 
económico mensual no menor al equivalente a tres días de salario mínimo vigente, 
independientemente de otros programas sociales de los cuales sean beneficiarias.  
 
Para la viabilidad de la iniciativa, se propone como fuente de los recursos, las cantidades 
totales que resulten de los subejercicios, ahorros y economías que se verifiquen respecto de los 
presupuestos de los poderes del Estado, entes autónomos y demás entidades, órganos y 
organismos públicos, de cada ejercicio fiscal, que siendo de libre disposición no hayan sido 
ejercidos y/o destinados a planes, programas, proyectos o acciones previamente programados 
durante el ejercicio, en términos de ley. Sobre el particular podemos señalar a manera de 
ejemplo como uno de los muchos casos de subejercicios, el verificado en este Congreso del 
Estado en pasadas Legislaturas, dinero público que muy bien puede ser aprovechado y 
utilizado para la operación de este importante programa.   
 
No debe pasar desapercibido que de conformidad con lo establecido por el artículo 23 Ley de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria del Estado y Municipios de San Luis Potosí,  la 
Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado tiene facultades para reasignar recursos 
derivados de subejercicios a programas sociales aprobados en el Presupuesto de Egresos, 
cuando las dependencias y entidades no sean capaces de ejercer los recursos.  
 
Igualmente resulta relevante señalar que el artículo 48 de la Ley en cita, dispone que las 
erogaciones previstas en el Presupuesto de Egresos que no se encuentren devengadas al 31 
de diciembre, no podrán ejercerse, por lo tanto los ejecutores del gasto respecto de los 
subsidios o transferencias que reciban, que por cualquier motivo al 31 de diciembre conserven 
recursos no devengados, incluyendo los rendimientos obtenidos, deberán reintegrar a la 
Secretaría de Finanzas el importe disponible a más tardar el 15 de enero siguiente al cierre del 
ejercicio, quedando prohibido realizar erogaciones al final del ejercicio con cargo a ahorros y 
economías del Presupuesto de Egresos, que tengan por objeto evitar el reintegro de recursos a 
que se refiere este artículo.    
 
Es así que el Ejecutivo estatal, deberá contemplar dentro del Presupuesto de Egresos del 
Estado de cada año, un fondo para la operación del programa de apoyo económico para las 
personas adultas mayores de 70 y más años, así como a las que cuenten con alguna 
discapacidad, al cual serán destinados los recursos provenientes de subejercicios, ahorros y 
economías de toda institución pública del Estado, debiendo emitir para la aplicación y 
funcionamiento de dicho programa, las correspondientes reglas de operación. 



 
Para mejor conocimiento de las modificaciones propuestas, las mismas se plasman en el 
cuadro siguiente, en contraposición del texto legal vigente: 
 

LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES  
PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 

 
Texto vigente Texto propuesto 

ARTICULO 6°. De manera enunciativa más 
no limitativa, son derechos que esta Ley 
reconoce y protege a favor de las personas 
adultas mayores, los siguientes:  
 
I. A la educación:  
 
a) Recibir de manera preferente el derecho 
a la educación como lo marca el artículo 3° 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  
 
b) Las instituciones educativas, públicas y 
privadas, deberán incluir en sus planes y 
programas los conocimientos relacionados 
con las personas adultas mayores;  
 
II. A la salud:  
 
a) Tener acceso preferente a los servicios 
de salud, de conformidad con el párrafo 
tercero del artículo 4° Constitucional, con el 
objeto de que gocen cabalmente del 
derecho a su sexualidad, bienestar físico, 
mental y psicoemocional.  
 
b) Recibir orientación y capacitación en 
materia de salud, nutrición e higiene, así 
como a todo aquello que favorezca su 
cuidado personal;  
 
III. A la alimentación:  
 
a) Recibir los satisfactores necesarios, 
considerando alimentos, bienes, servicios y 
condiciones humanas o materiales para su 
atención integral;  
 
 
 
 
 
IV. A la vivienda:  
 
a) Acceso a una vivienda digna y adaptada 
a sus necesidades;  
 
V. Al trabajo:  
 

ARTICULO 6Á. é  
 
 
 
 
I. é  
 
a) é 
 
 
 
 
b) é 
 
 
 
 
II. é  
 
a) é 
 
 
 
 
 
 
b) é  
 
 
 
 
III. é  
 
a) é 
 
 
 
 
b) Recibir un apoyo económico mensual 
no menor al equivalente a tres días de 
salario mínimo vigente; 
 
IV. é  
 
a) é 
 
 
V. é  
 



a) A gozar de igualdad de oportunidades en 
el acceso al trabajo, o de otras opciones 
que le permitan un ingreso propio, y 
desempeñarse en forma productiva tanto 
tiempo como lo deseen, así como a recibir 
protección de los ordenamientos de 
carácter laboral;  
 
VI. A la seguridad social;  
 
VII. (DEROGADA, P.O. 01 DE AGOSTO DE 
2013)  
 
VIII. A los bienes, a los servicios culturales, 
turísticos y deportivos;  
 
IX. A la recreación;  
 
X. A la obtención de descuentos en 
contribuciones, servicios, derechos e 
impuestos, y demás ingresos que 
establezca la ley en la materia;  
 
XI. A ser protegidos por los programas de 
asistencia social para tener acceso a una 
casa hogar, albergue, estancia permanente 
u otras alternativas de atención integral, 
siempre que se trate de personas sujetas 
de asistencia social, en los términos 
contemplados en la ley de la materia;  
 
XII. Al libre desplazamiento en espacios de 
uso público, y en espacios privados de uso 
público;  
 
XIII. A la atención preferente en espacios 
de uso público, y en espacios privados de 
uso público;  
 
XIV. A recibir asesoría jurídica en materia 
familiar;  
 
XV. A la emisión de una cartilla médica para 
el control de la salud;  
 
XVI. De asociarse y conformar 
organizaciones de personas adultas 
mayores, y  
 
XVII. Los demás que establezca la ley. 

a) é 
 
 
 
 
 
 
 
VI. é 
 
VII. é  
 
 
VIII. é 
 
 
IX. é  
 
X. é  
 
 
 
 
XI. é  
 
 
 
 
 
 
 
XII. é  
 
 
 
XIII. é 
 
 
 
XIV. é  
 
 
XV. é 
 
 
XVI. é  
 
 
 
XVII. ... 
 

ARTICULO 42. Los servicios de apoyo 
económicos dirigidos a las personas adultas 
mayores consisten en:  
 
I. Subsidios a las instituciones públicas y 
privadas encargadas de su cuidado y 
atención;  

ARTICULO 42. é 
 
  
 
I. é  
 
 



 
II. Instrumentación de programas 
especiales de descuentos y exenciones en 
el pago de contribuciones y servicios, y 
 
III. Instrumentación de programas 
especiales para la obtención de créditos 
para vivienda y préstamos personales. 

 
II. Instrumentación de programas especiales 
de descuentos y exenciones en el pago de 
contribuciones y servicios; 
 
III. Instrumentación de programas 
especiales para la obtención de créditos 
para vivienda y préstamos personales, y 
 
IV. Apoyo económico mensual no menor 
al equivalente a tres días de salario 
mínimo vigente. 
 

 
En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de esta asamblea, el siguiente proyecto 
de: 
 

DECRETO 
 
QUE MODIFICA DISPOSICIONES DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
 
Artículo Único. Se ADICIONA, el inciso b) a la fracción III del artículo 6°; y la fracción IV al 
artículo 42, de la Ley de Asistencia para Madres Solteras del Estado de San Luis Potosí; para 
quedar como sigue: 
 
ARTICULO 6Á. é  
 
I. y II. é  
 
III. é  
 
a) é 
 
b) Recibir un apoyo económico mensual no menor al equivalente a tres días de salario mínimo 
vigente; 
 
IV. a XVII. ... 

 
ARTICULO 42. é 
 
I. é  
 
II. Instrumentación de programas especiales de descuentos y exenciones en el pago de 
contribuciones y servicios; 
 
III. Instrumentación de programas especiales para la obtención de créditos para vivienda y 
préstamos personales, y 



IV. Apoyo económico mensual no menor al equivalente a tres días de salario mínimo 
vigente. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. Este decreto entrará en vigor el día uno de enero del año 2017, previa publicación 
en el Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO. El Titular del Poder Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría del ramo, 
expedirá las reglas de operación del programa a través del cual se otorgarán los apoyos 
económicos contemplados en este Decreto, a más tardar el 31 de diciembre de 2016.  
 
 
Proyectada en las oficinas del Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí, a los diez 
días del mes de marzo del año dos mil dieciséis. 
 
 

ATENTAMENTE 
 

DIP. DULCELINA SÁNCHEZ DE LIRA 
 

 
 



Dictámenes con 

Proyecto de Decreto 
 

 
DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA SEXÁGESIMA PRIMERA 
LEGISLATURA DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en Sesión Ordinaria del día uno de junio de 2015, le fue 
turnada iniciativa que insta reformar el artículo 107 en su fracción II, de la Ley de los Trabajadores al 
Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, presentada por el entonces 
diputado Alejandro Polanco Acosta. 
 
De igual manera, le fue turnada en Sesión Ordinaria del día once de junio de 2015, iniciativa que busca 
reformar el artículo 107 en sus fracciones, V, y VI, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las 
Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, presentada por el ex diputado Juan Manuel 
Segovia Hernández. 
 
En tal virtud, al entrar al análisis de los citados asuntos,  la comisión dictaminadora llega a los 
siguientes 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, derogar y abrogar leyes; en 
consecuencia, éste es competente para conocer y resolver lo procedente sobre las iniciativas que se 
describen en el preámbulo. 
 
SEGUNDO. Que por tratarse de asuntos de la misma materia, se decide dictaminarse en este mismo 
instrumento legal. 
 
TERCERO. Que la que suscribe es permanente y de dictamen legislativo, como lo señalan los artículos, 
98 fracción XIX; y  116 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; por tanto, es competente 
para dictaminar las iniciativas enunciadas. 
 
CUARTO. Que las iniciativas fueron  presentadas por quienes tienen atribución para hacerlo, y 
conforme a los requisitos previstos en los artículos, 61 fracción III inciso a), y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.  
 



QUINTO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, éstas satisfacen 
las estipulaciones de los diversos 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
SEXTO. Que con el fin de conocer las iniciativas aludidas en el preámbulo de este dictamen, se cita 
únicamente alcance legal: 

 
1. Que reforma la fracción II del artículo 107, de la Ley de Trabajadores al Servicio de las Instituciones 
Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ñARTĉCULO 107. é 
 
I. é 
 
II. Ejercer la representación del tribunal ante cualquier autoridad y encargarse de la administración del 
mismo,  pudiendo además nombrar ante los tribunales, delegados, representantes legales, 
apoderados, coadyuvantes, según sea el caso, ello en los términos que establezca la ley que 
rija la materia en cuyo procedimiento comparezca.ò 
 
III. a IX. é 
 
2. Que busca reformar el artículo 107 en sus fracciones, V, y VI, de la Ley de los Trabajadores al 
Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 107. é 
I. a IV. é 
 
V. Procurar el orden y la disciplina del personal del tribunal y conceder las licencias que de acuerdo con 
la ley le sean solicitadas;  
 
VI. Designar y remover libremente al Secretario General de Acuerdos y Secretarios Proyectistas, 
además de, habilitar, y remover al personal que  considere necesario para realizar funciones de 
actuario de manera temporal o permanente, lo que deberá comunicar a los demás miembros 
representantes del tribunal; 
 
VII. a IX. é 
 
SÉPTIMO. Que mediante oficio de fecha 19 de octubre del año 2015, se solicitó opinión, a la Licenciada 
Rosa de Guadalupe Cervantes Gamboa, Presidenta del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje; y 
en alcance al mismo se recibió contestación de fecha 29 de octubre del mismo mes y año, en el cual 
expresa lo siguiente, respecto a la primera iniciativa que nos ocupa: 
 
1. ñé actualmente las facultades del presidente del tribunal se encuentran establecidas en dicho 
artículo de la ley de la materia, hablando específicamente de la fracción II, sin embargo a la par de ser 
el titular de ese dependencia con las obligaciones y facultades inherentes al puesto, se realizan 
funciones de representante legal y administrador de esta Institución. De tal forma, resulta evidente que 
se requiere la presencia física del presidente en diversos momentos y lugares a la vez, es por ello que 
resulta necesario se establezca en la ley la facultad de delegar representatividad a favor de terceras 
personas quienes puedan comparecer a nombre y en representación del Tribunal a defender sus 



intereses en las diversas materias y Autoridades  jurisdiccionales o administrativas, con la exclusiva 
finalidad de preservar como prioridad del presidente el debido cuidado de la celeridad, sencillez, 
economía y concentración de los asuntos ventilados en el Tribunal, sin que eso implique la desatención 
de los asuntos en tr§mite donde est® tenga injerencia.ò 
 
2. ñComo es de conocimiento p¼blico, el Tribunal a mi cargo cuenta con personal jurídico, administrativo 
y de apoyo para la adecuada realización de sus funciones, siendo los actuarios parte fundamental del 
procedimiento que se realiza en los asuntos ventilados en este Órgano impartidor de justicia, pues son 
los responsables de realizar todas y cada y cada una de las notificaciones, diligencias e incluso tienen 
atribuciones en materia de ejecución de Laudos de hacer uso de la fuerza pública y otras medidas en 
caso de ser necesarias al momento del requerimiento.ò 
 
éòresulta menester que dicha disposici·n se plasme literalmente en la Ley Burocr§tica a efecto de 
legitimar esa facultad del titular del Tribunal quien es el encargado de la administración y buen 
funcionamiento del mismo; con ello se evitaría la problemática que a la fecha se viene presentando de 
la interposición de un sin número de juicios de amparos donde se pone en entredicho la facultad y 
alcance de las diligencias practicas por estos colaboradores del Tribunal, donde de llegar a ser 
procedentes sin duda estaríamos ente un panorama muy complejo al ordenar la reposición  de 
procedimientos hasta el emplazamiento de la demanda, lo que afectaría los intereses de todos los 
involucrados dentro del procedimiento y una sobrecarga de trabajo, que si bien ya es bastante extensa, 
se incrementar²a de sobremanera ante esta situaci·néò 
 
OCTAVO.  Que en lo que respecta a la iniciativa prevista en el punto número uno del considerando 
sexto del presente dictamen, es necesario precisar que  el artículo 1071 de la Ley de Trabajadores al 
Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, establece las  facultades que tiene 
el Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, dentro de las cuales lo faculta a ejercer la 
representación del tribunal ante cualquier autoridad y encargarse de la administración del mismo. 
 
De lo anterior, resulta claro que la representación del Tribunal recae sólo en el presidente del tribunal; 
por la tal motivo esta dictaminadora coincide con el promovente que dicha representatividad sea 
delegada a representantes legales y apoderados, según sea el caso, con la finalidad de asistir 
jurídicamente los asuntos que se desarrollen, y otorgarle mayor certeza jurídica a los procesos 
laborales. 
 
En lo referente a la propuesta citada en el numeral dos del Considerando sexto del presente 
instrumento, resulta viable aprobar lo correspondiente a la fracción V, puesto que como se puede 
observar, existe evidentemente un error, pues se asent· incorrectamente la palabra ñribunalò, y el 
t®rmino correcto es ñtribunalò. 
 
1 ARTICULO 107.Corresponde al Presidente del tribunal: 

I. Cuidar que la tramitación de los negocios se desarrolle con la celeridad debida, mayor economía, concentración y sencillez en los 
procesos laborales; 
II. Ejercer la representación del tribunal ante cualquier autoridad y encargarse de la administración del mismo; 
III. Presidir las sesiones del pleno; 
IV. Mantener el orden en el desarrollo de las audiencias o diligencias; 
V. Procurar el orden y la disciplina del personal del tribunal y conceder las licencias que de acuerdo con la ley le sean solicitadas;  
VI. Designar y remover libremente al Secretario General de Acuerdos y Secretarios Proyectistas, comunicándolo a los demás 
representantes; 
VII. Encargarse de la correspondencia oficial; 
VIII. Vigilar que se cumplan los laudos dictados por el pleno; y 
IX. Rendir los informes relativos a los amparos que se interpongan en contra de los laudos y de las resoluciones dictadas por el pleno 



Por otro lado en la modificación a la fracción VI del numeral 107, en la cual pretende extender la 
facultad del Presidente del Tribunal a efecto designar y remover actuarios, o en su defecto habilitar 
personal con esas funciones de manera temporal o definitiva, los que suscribimos el presente dictamen 
también coincidimos pues los actuarios son una parte fundamental del procedimiento que se realiza en 
los asuntos laborales, y con el ello se salvaguardaría las actuaciones del Tribunal y, de esa manera, la 
daría certidumbre y certeza jurídica a los actos llevados a cabo por dichos funcionarios. 
 
Por tanto, los integrantes de la dictaminadora, conforme lo establecen los artículos, 85 y 86, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, nos permitimos 
someter a la consideración de esta Asamblea Legislativa el siguiente 

 
DICTAMEN 

 
UNICO. Son de aprobarse y se aprueban las iniciativas citadas en el proemio. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, 
establece que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje (TECA), es un órgano con personalidad jurídica y 
patrimonio propios; autónomo en el dictado de sus fallos y con facultad jurisdiccional para resolver las 
controversias entre las instituciones públicas del Gobierno del Estado, ayuntamientos, organismos 
públicos descentralizados y empresas de participación estatal constituidas conforma a la ley, con sus 
trabajadores, derivados de las relaciones de trabajo y, en caso de los conflictos colectivos. 
 
En consecuencia, derivado de contar con personalidad jurídica propia, adquiere obligaciones de 
carácter administrativo, laboral, civil, mercantil entre otras, tal motivo el TECA debe contar con un 
representante ante las autoridades que, en su caso, correspondan, facultando delegar dichas 
responsabilidades al Presidente. 
 
En ese tenor, esta modificación faculta al Presidente del TECA para que pueda delegar la 
representación jurídica a terceros, y atiendan la tramitación de los asuntos laborales con mayor 
celeridad y certeza jurídica. 
 
Por otra parte, se faculta al Presidente del TECA para que pueda habilitar de manera temporal y 
permanente a funcionarios que laboran en el tribunal, para realizar diversas encomiendas que por 
necesidad del servicio que se presta, se requiere mayor celeridad y mejores resultados en los asuntos 
que ahí se ventilan; razón por la cual además de designar y remover libremente al Secretario General 
de Acuerdos y secretarios proyectistas, también podrá hacerlo cuando lo considere necesario remover 
al personal para realizar funciones de actuario de manera temporal o permanente, comunicando a los 
demás miembros representantes del tribunal. 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 
ÚNICO. Se REFORMA el artículo 107 en sus fracciones, II, V, y VI, de la Ley de los Trabajadores al 
Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue  

 
ARTĉCULO 107. é 
 
I. é 



 
II. Ejercer la representación del tribunal ante cualquier autoridad y encargarse de la administración 
del mismo, pudiendo además nombrar ante los tribunales, delegados, representantes legales, 
apoderados, coadyuvantes, según sea el caso; ello en los terminos que establezca la ley que 
rija la materia en cuyo procedimiento comparezca; 
 
III. y IV. é 
 
V. Procurar el orden y la disciplina del personal del tribunal, y conceder las licencias que de acuerdo 
con la ley le sean solicitadas; 
 
VI. Designar y remover libremente al Secretario General de Acuerdos y secretarios proyectistas. 
Además, habilitar, y remover al personal que considere necesario para realizar funciones de 
actuario de manera temporal o permanente; lo que deberá comunicar a los demás miembros 
representantes del Tribunal; 

 
VII. a IX. é 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
D A D O EN LA SALA ñLICENCIADO LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAò, DEL EDIFICIO 
ñPRESIDENTE JUĆREZò DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
A  LOS OCHO DÍAS DEL MES DE MARZO DEL  AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 
 

POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL 
 
 

DIP. JOSÉ BELMAREZ HERRERA  
PRESIDENTE 

 
 

DIP. HÉCTOR MENDIZABAL PÉREZ 
VICEPRESIDENTE 

 
 

DIP. ESTHER ANGÉLICA MARTÍNEZ CÁRDENAS  
SECRETARIA 

 
 
Firmas del dictamen que REFORMA el artículo 107 en sus fracciones  II, V, y VI, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las 
Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí 



DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA SEXÁGESIMA PRIMERA 
LEGISLATURA DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en Sesión Ordinaria del día ocho de octubre de 2015, le 
fue turnada iniciativa que busca adicionar al artículo 45 párrafo segundo, de la Ley de los Trabajadores 
al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, presentada por el diputado J. 
Guadalupe Torres Sánchez. 
 

En tal virtud, al entrar al análisis de citado asunto,  la comisión dictaminadora llega a los siguientes 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, derogar y abrogar leyes; en 
consecuencia, éste es competente para conocer y resolver lo procedente sobre la iniciativa que se 
describe en el preámbulo. 
 
SEGUNDO. Que la que suscribe es permanente y de dictamen legislativo, como lo señalan los 
artículos, 98 fracción XIX; y  116 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; por tanto, es 
competente para dictaminar la iniciativa enunciada. 
 
TERCERO. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para hacerlo, y conforme a los 
requisitos previstos en los artículos, 61 fracción III inciso a), y 130, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí.  
 
CUARTO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, ésta satisface 
las estipulaciones de los diversos 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
QUINTO. Que con el fin de conocer la iniciativa aludida en el preámbulo de este dictamen, se cita 
únicamente alcance legal: 
 
1. Que adiciona al artículo 45 párrafo segundo, de la Ley de Trabajadores al Servicio de las 
Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ñARTĉCULO 45. é 
 
La facultad contenida en el párrafo anterior, prescribirá en treinta días naturales contados a 
partir del día siguiente al en que entre en funciones el nuevo titular de la dependencia o 
institución pública de gobierno de que se trate. 
 
SEXTO. Ante las circunstancias precisadas del artículo 451 que se dilucida, existe una serie de 
interpretaciones de la legislación laboral, a través del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, debido 
a que actualmente no se establece de manera clara y precisa el tiempo en que el relevo del funcionario 
puede afectar la estabilidad en el empleo del trabajador, y por parte de las autoridades en la materia, 
representa una incertidumbre jurídica al momento de resolver los asuntos laborales que se presentan 
en este sentido. 
 
1 ARTICULO 45.El relevo de los funcionarios de una institución pública de gobierno en ningún caso, afectará la estabilidad de los 

trabajadores, excepto los catalogados como de confianza 



Por tales motivos, se estima que treinta días a partir de que entra en el cargo el nuevo funcionario en la 
institución pública, como lo plantea el promovente, son suficientes y prudentes para que el funcionario 
en turno a partir de su llegada, se encuentre en disposición de conocer al trabajador de confianza, y 
además las actividades que venía desempeñando, su eficacia en el servicio público y, de esa forma 
poder valorar su permanecía en el trabajo o relevo al carecer de la garantía de estabilidad en el empleo. 
  
Aunado a lo anterior, se invoca jurisprudencia que cita lo siguiente: 
 

Tesis: PC.IX. J/4 L 
(10a.)  

Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación  

Décima Época  20106893 de 294  

Plenos de Circuito  Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo I  Pag. 1064  Jurisprudencia(Laboral)  
ñTRABAJADORES DE CONFIANZA EN SITUACIčN DE RELEVO DE FUNCIONARIOS. EL ARTĉCULO 45 DE LA LEY DE LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, QUE LO PREVÉ, NO ESTABLECE EL PLAZO PARA HACERLO 
VALER COMO CAUSA LEGAL DE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL, SIN EMBARGO, POR SER UN REQUISITO NECESARIO PARA SU 
EFICACIA, DEBE SER EL DE 30 DÍAS NATURALES, CON BASE EN LA APLICACIÓN ANALÓGICA DEL NUMERAL 113, FRACCIONES I Y IV, DEL 
MISMO ORDENAMIENTO. 
El primer precepto invocado contempla una causa específica de separación de un trabajador de confianza de su puesto con motivo del relevo de los 
funcionarios de una institución pública de gobierno -perteneciente a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial del Estado, los Municipios, así como a los 
organismos públicos descentralizados y las empresas de participación estatal o municipal-, sin que se contenga plazo alguno para que la autoridad 
correspondiente lo haga valer como motivo para que el trabajador de confianza deje de laborar, esto es, como causa legal de la terminación de la relación 
laboral. Ahora bien, al resolver el amparo directo en revisión 367/2007, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció que dicho 
plazo constituye un aspecto no reglamentado, esto es, un vacío que no puede tratarse vía temática constitucional como omisión legislativa por la propia 
naturaleza de la normativa de amparo, pero que sí puede verse desde el aspecto de la legalidad, el cual puede subsanarse con una correcta interpretación 
de la norma, o bien, con su integración. Uno de los métodos de integración reconocidos por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos es la analogía, que consiste en aplicar a un supuesto de facto determinado previsto por la ley, una consecuencia normativa establecida para otra 
hipótesis, con la que el primero guarda una cierta similitud esencial. En el caso, del análisis integral de la normatividad aplicable, el único precepto que 
guarda una similitud esencial con el que pretende integrarse es el 113, fracciones I y IV, del mismo ordenamiento legal, el cual dispone que prescriben en 
30 días: a) las acciones de las autoridades para rescindir la relación de trabajo, cuando el trabajador no reúna los requisitos indispensables para el cargo o 
empleo de que se trate, y b) la facultad de las autoridades para cesar a los trabajadores, tomando en cuenta el término a partir de que sean conocidas las 
causas de la rescisión. Ello es así, porque la afectación a los trabajadores de confianza con motivo del relevo de funcionarios, la rescisión y el cese son 
formas de terminación de la relación laboral, cuyo punto en común es que en todos esos supuestos existe una separación del trabajador. Además, existe 
una semejanza esencial, que radica en que en tales casos existe la necesidad de señalar un plazo. En el caso del cese y de la rescisión, para llevar a cabo 
la indagación y obtención de las pruebas relativas sobre la causas que las justifican mientras que, en tratándose del relevo, se requiere para constatar la 
calidad de confianza de los trabajadores a los que dicha figura afecta; asimismo, para que en aquellos casos en que pese a la terminación legal de la 
relación laboral con motivo del relevo, los trabajadores de confianza, sigan acudiendo a la fuente de empleo a realizar sus actividades sin oposición del 
patrón, se defina su situación fáctica-jurídica. Lo anterior, es necesario, a fin de salvaguardar los derechos de certeza y seguridad jurídica de ambas partes. 
Por ello, se concluye que el plazo para hacer valer el relevo de funcionarios de las instituciones públicas de la entidad, como causa legal de la terminación 
de la relación laboral de los trabajadores de confianza de la anterior administración o titular de determinada dependencia, dentro del marco legal, debe ser 
el de 30 días naturales, contados a partir de que se dé el relevo mencionado, pues al optarse entre dos interpretaciones posibles, ha de elegirse la que 
resulta más favorable a la persona, conforme lo estatuye el artículo 1o. constitucional.ò 

 
No obstante, esta comisión dictaminadora en uso de sus atribuciones considera oportuno y necesario 
que con base a la jurisprudencia enunciada, y además reconociendo el derecho laboral a los 
trabajadores de confianza, se otorgue 15 días más, y así, los funcionarios nuevos que entren en 
funciones en un determinado periodo, tengan 45 días, plazo suficiente para salvaguardar los derechos 
de certeza y seguridad jurídica de ambas partes. 
 
Por tanto, el plazo para hacer valer el relevo de funcionarios de instituciones públicas de la Entidad, 
como causa legal de terminación de la relación laboral de trabajadores de confianza de la anterior 
administración o titular de determinada dependencia, es de 45 días naturales. 
 

DICTAMEN 
 

UNICO. Es de aprobarse y se aprueba, la iniciativa citada en el proemio, con modificaciones. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
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Existen diversas clasificaciones de trabajadores que desempeñan una labor para las instituciones 
públicas, éstas son: de confianza; base; y eventuales, encontrándose regulados por el 2 artículo 8º de la 
Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí.  
 
Una característica particular del trabajador de confianza es la carencia a la estabilidad en el empleo, 
derivado de las funciones desempeñadas para la institución. 

 
Ahora bien, el artículo 45 de la Ley Burocrática en el Estado, señala que el relevo de los funcionarios de 
una institución pública de gobierno, en ningún caso afectará la estabilidad de los trabajadores; excepto 
los catalogados de confianza. 

 
Del artículo anterior se advierte la incertidumbre jurídica para las partes involucradas como lo son la 
institución pública que actúa como patrón; y el trabajador de confianza, en virtud de que no se 
establece de manera clara, concreta y específica, el lapso de tiempo con el que la primera cuenta para 
ejercitar su facultad a que se refiere el precepto legal en cita, lo que provoca también incertidumbre al 
trabajador acerca de su situación jurídica laboral. 

 
Por tanto, se concluye que cuarenta y cinco días a partir de que entra en el cargo el nuevo funcionario 
en la institución pública, son suficientes y prudentes para que el funcionario en turno a partir de su 
llegada, se encuentre en disposición de conocer al trabajador de confianza, cuáles son las actividades 
que venía desempeñando, su eficacia en el servicio público y de esa forma, poder determinar su 
permanecía en el trabajo o su relevo al carecer de la garantía legal de estabilidad en el empleo.  
 
 
2 ARTICULO 8o.- Los trabajadores a que se refiere el artículo anterior podrán ser: I.- De confianza; II.- De base; y 
III.- Eventuales. 

 
Así, dentro del término que se fija, en caso de que se opte por relevar al trabajador de confianza, el 
titular de la oficina o dependencia podrá disponer de nuevos recursos humanos para la continuidad 
efectiva, eficiente y profesional del servicio público, en beneficio directo de la población. 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 
ÚNICO. Se ADICIONA  párrafo segundo, del artículo 45, de la Ley de los Trabajadores al Servicio 
de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 

 
ARTĉCULO 45. é 
 
La excepción a que alude el párrafo anterior prescribirá en los cuarenta y cinco días naturales, 
contados a partir del día siguiente al en que entre en funciones el nuevo titular de la 
dependencia o institución pública de gobierno de que se trate. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 



 
D A D O EN LA SALA ñLICENCIADO LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAò, DEL EDIFICIO 
ñPRESIDENTE JUĆREZò DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSĉ, 
A  LOS OCHO DÍAS DEL MES DE MARZO DEL  AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 
 
 

POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL 
 
 
 

DIP. JOSÉ BELMAREZ HERRERA  
PRESIDENTE 

 
 
 

DIP. HÉCTOR MENDIZABAL PÉREZ 
VICEPRESIDENTE 

 
 
 

DIP. ESTHER ANGÉLICA MARTÍNEZ CÁRDENAS  
SECRETARIA 

 
 
Firmas del dictamen que ADICIONA al artículo 45 párrafo segundo, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones 
Públicas del Estado de San Luis Potosí. 



DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA SEXÁGESIMA PRIMERA 
LEGISLATURA DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en Sesión Ordinaria del día cinco de noviembre de 2015, 
le fue turnada iniciativa que busca reformar el artículo 19, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de 
las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, presentada por el diputado José Belmárez 
Herrera. 
 
En tal virtud, al entrar al análisis de citado asunto,  la comisión dictaminadora llega a los siguientes 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, derogar y abrogar leyes; en 
consecuencia, éste es competente para conocer y resolver lo procedente sobre la iniciativa que se 
describe en el preámbulo. 
SEGUNDO. Que la que suscribe es permanente y de dictamen legislativo, como lo señalan los 
artículos, 98 fracción XIX, y  116 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; por tanto, es 
competente para dictaminar la iniciativa enunciada. 
 
TERCERO. Que la iniciativa fue  presentada por quien tiene atribución para hacerlo, y conforme a los 
requisitos previstos en los artículos, 61 fracción III inciso a), y 130, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí.  
 
CUARTO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, ésta satisface 
las estipulaciones de los diversos 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
QUINTO. Que con el fin de conocer la iniciativa aludida en el preámbulo de este dictamen, se cita 
únicamente alcance legal: 

 
Que reforma el artículo 19, de la Ley de Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del 
Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 

ñARTĉCULO 19. La capacitación y el adiestramiento se impartirán a los trabajadores en las oficinas 
de las instituciones públicas de gobierno o fuera de ellas, pudiendo ser en el interior del Estado o 
en cualquier otro lugar del país, por lo menos una vez al año, conforme al reglamento de 
capacitación y adiestramiento respectivo.ò 
 
SEXTO. Que conforme al numeral 51 en su fraccion XIII, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de 
las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, las iinstituciones públicas de gobierno en sus 
relaciones laborales, están obligadas a proporcionar capacitación y adiestramiento a sus trabajadores; 
sin embargo, no se establece un tiempo específico para dar cumplimiento a dicha obligación, razón por 
la cual es oportuno establecer que por menos se lleve a cabo una vez al año, y así otorgar mayor 
claridad y una verdadera aplicación al contenido de dicho precepto. 
 



De igual manera, esta dictaminadora también estima viable que para cumplir la obligación, las 
instituciones públicas de gobierno emitan en un tiempo de 120 días naturales a partir de la publicación 
oficial del presente Decreto, el Reglamento de Capacitación y Adiestramiento. 
 

DICTAMEN 
 

UNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa citada en el proemio, con modificaciones. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

A fin de posibilitar el cumplimiento de la obligacion por parte de las instituciones públicas de Gobierno 
del Estado, en sus relaciones laborales, de otorgar capacitación y adiestramiento a sus trabajadores, 

sea por conducto de personal propio, instructores especialmente contratados, instituciones, 
escuelas u organismos especializados, se establece que ésta sea cuando menos una vez al año, 

pudiendo ser en el interior del Estado o en cualquier otro lugar del país; además, se otorga plazo no 
mayor a 120 días contados a partir de la vigencia de esta adecuación, para que las instituciones 
expidan su Reglamento de Capacitación y Adiestramiento y, con ello, elevar su nivel de vida y 
productividad laboral. 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 19, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones 
Públicas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 

ARTÍCULO 19. La capacitación y el adiestramiento se impartirán a los trabajadores en las oficinas 
de las instituciones públicas de gobierno o fuera de ellas, pudiendo ser en el interior del Estado o 
en cualquier otro lugar del país, por lo menos una vez al año, conforme al reglamento de 
capacitación y adiestramiento respectivo. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Las instituciones públicas de Gobierno del Estado, deberán  expedir en un término 
máximo de 120 días, contados a partir de la vigencia del presente decreto, el Reglamento de 
Capacitacion y Adiestramiento para sus trabajadores. 
 
TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 
 
D A D O EN LA SALA ñLICENCIADO LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAò, DEL EDIFICIO 
ñPRESIDENTE JUĆREZò DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
A  LOS OCHO DÍAS DEL MES DE MARZO DEL  AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 

 
 

  



POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL 
 
 
 
 

DIP. JOSÉ BELMAREZ HERRERA  
PRESIDENTE 

 
 
 
 

DIP. HÉCTOR MENDIZABAL PÉREZ 
VICEPRESIDENTE 

 
 
 
 

DIP. ESTHER ANGÉLICA MARTÍNEZ CÁRDENAS  
SECRETARIA 

 
 
Firmas del dictamen que REFORMA el artículo 19, de la Ley de Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San 
Luis Potosí. 

 



Dictámenes con Proyecto 

de Resolución 
 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA DIRECTIVA  
H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  
PRESENTES. 

 

A la Comisión de Vigilancia, le fueron turnados para revisión y dictamen, estados financieros 

al 30 de septiembre de 2015 de la Auditoria Superior del Estado, correspondientes al tercer 

trimestre del año. 

Visto su contenido, con fundamento en lo establecido por los artículos, 12 fracción XIX, de la 
Ley de la Auditoria Superior del Estado; 92, 98 fracción XXI, y 118 fracción VII, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado;  85, 86 y demás relativos aplicables del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado; emitimos el presente 
dictamen, con base en el siguiente:  

 
ANTECEDENTE 

 
Con fecha 7 de octubre de 2015, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 12 fracción 
XIX, de la Ley de la Auditoria Superior del Estado, el titular del órgano superior de 
fiscalización remitió a la Comisión de Vigilancia, estados financieros al 30 de septiembre de 
2015. 
 
Por lo expuesto, y 

 
CONSIDERANDO 

 
PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por el artículo 118 fracción VII de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la Comisión de Vigilancia es competente para 
recibir, dictaminar y someter a consideración del pleno, los informes del ejercicio 
presupuestal y administrativo de la Auditoría Superior del Estado, para que sean aprobados 
en su caso. 

 
SEGUNDO. Que acorde a lo preceptuado por el artículo 12 fracción XIX de la Ley de 
Auditoría Superior del Estado, el titular de dicho órgano de fiscalización presentó en 
tiempo y forma los estados financieros al 30 de septiembre de 2015, correspondientes 
al tercer trimestre del año, conforme a lo siguiente: 



 

 






